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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Pablo Abdala. 
MIEMBROS: Señores Representantes José Luis Blasina, Daniel Bianchi y Esteban Pérez. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Alfredo Asti y Juan José Bentancor. 


ASISTE: Señor Representante Jorge Gandini. 


INVITADOS: Por el Directorio del Banco de Previsión Social, señores Ernesto Murro, Presidente; Heber 
Galli, Vicepresidente; y Directores, contador Luis Casares y señores Ariel Ferrari, Mario 
Menéndez y Arturo Fernández. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Seguridad Social tiene mucho gusto en recibir al flamante Directorio del Banco de 
Previsión Social integrado por su Presidente, maestro Ernesto Murro, su Vicepresidente, señor Heber 
Galli y los Directores, contador Luis Casares, señor Ariel Ferrari, señor Mario Menéndez y maestro 
Arturo Fernández. Este es el primer encuentro formal con esta Comisión especializada de la Cámara 
de Representantes. Por lo tanto, queremos agradecer y valorar esta visita que, descontamos, será la 
primera de una sucesión, larga, fecunda y provechosa para todos en la profundización de los temas que 
atañen a la competencia del Directorio con relación a una temática que, por supuesto, nos resulta 
absolutamente sensible a todos y que entraña la noble tarea de administrar seguridad social. 


Como es de estilo, en este caso vamos a dar la palabra al señor Presidente del Directorio a los efectos de que 
exponga, en líneas generales o más particulares -de acuerdo a lo que considere más conveniente-, la política 
que el Directorio y el organismo están delineando en relación a los diversos asuntos que tiene a 
consideración. Naturalmente, en la propia dinámica de trabajo de la Comisión, una vez que redondee su 
exposición inicial, pasaríamos a la fase de preguntas y respuestas que, seguramente, irán mostrando los 
contenidos de esta jornada de trabajo que -adelantamos- será provechosa para todos, particularmente para los 
integrantes de este Cuerpo. 


Tiene la palabra el Presidente Murro. 


SEÑOR MURRO.- Creo que es una buena cosa que esta reunión se haya producido por un acuerdo. Ya 
en el discurso de asunción del 29 de marzo señalábamos que queríamos entrevistarnos con las 
Comisiones respectivas de la Cámara de Diputados y de la de Senadores, y también hubo interés de 
hacerlo por parte de esta Comisión, lo que -reitero- me parece una buena cosa. Estamos tratando de 
mantener entrevistas con las distintas instituciones que tienen que ver con la seguridad social. Hemos 
celebrado una serie muy importante de reuniones con organizaciones gremiales, de empresarios, de 
trabajadores, de jubilados y de personas con discapacidad, así como con instituciones nacionales e 
internacionales. 


Esta es nuestra primera visita al Parlamento y nos parece importante hablar de lo que es nuestro compromiso 
y nuestro plan de acción con la sociedad y con la seguridad social por parte de los tres nuevos Directores que 
asumimos. De todos modos, esto figura en el discurso del 29 de marzo, el cual fue publicado el mismo día en 
el sitio web del organismo y está disponible para todos quienes quieran acceder a él. De alguna manera, ese 
es el compromiso y el plan de acción que tenemos. 


Asimismo, diría que la totalidad de las resoluciones importantes que ha adoptado el organismo en estas 
cuatro primeras reuniones del Directorio -integrado con los tres nuevos Directores designados por el Poder 
Ejecutivo con venia del Senado y los tres Directores representantes de los jubilados, de los empresarios y de 
los trabajadores, que ya estaban- han sido por unanimidad, y ese nos parece un hecho muy importante a 
destacar. En estas cuatro sesiones, las diferencias que hemos tenido han sido sobre asuntos absolutamente 
menores, pero en los temas sustantivos, tanto en las propuestas relativas al sistema de seguridad social como 
a la gestión en la administración, nos satisface el hecho de que la unanimidad ha sido la herramienta rectora 
de las resoluciones. 


Hemos señalado que vamos a tratar de que nuestra acción esté regida por dos criterios: la participación y el 
diálogo, y la rigurosidad técnica. Estamos tratando de actuar así hacia adentro y hacia afuera. Inclusive, 
estamos solicitando la presentación de este plan de acción, de este compromiso, a las organizaciones políticas 
con representación parlamentaria, a los efectos de que todos los actores importantes de la sociedad y del 
Estado tengan conocimiento de qué es lo que estamos planteando, más allá -reitero- de que el discurso y las 
resoluciones del Directorio van a estar publicadas. 


En este sentido, la primera cuestión que me gustaría destacar refiere a que en el organismo estamos en un 
período de transición positiva. Hemos tenido -y estamos teniendo, porque los tres nuevos Directores todavía 
no llevamos un mes de ejercicio- una transición planificada, ordenada y sin problemas. En esto queremos 
destacar la colaboración del Directorio saliente, del cuerpo gerencial, de la gerencia general, de los 
funcionarios y del sindicato de funcionarios. No tenemos quejas respecto de esta transición; por el contrario, 
la propia puesta en marcha de lo que nos toca en responsabilidad en el Plan de Emergencia Social fue 
posible, entre otras cosas, por esa transición ordenada y planificada, que aún está en proceso, no ha 
culminado, y donde todavía hay resoluciones y cambios estructurales importantes a desarrollar. 


En otro sentido, hemos definido que una de las prioridades es el Plan de Emergencia Social, donde el el BPS 
tiene mucho que ver, ya que es su principal boca de entrada. De las cien mil solicitudes de amparo al Plan, 
noventa mil entraron por esta vía. En este aspecto, queremos destacar la capacidad de recepción que ha 
mostrado el organismo. En los primeros días -que fueron varios-, hemos recibido veinte mil personas más de 
las que habitualmente hacen al funcionamiento normal del Banco, diez mil de las cuales entregaban cada día 
uno de los dos formularios del Plan de Emergencia. De los noventa mil formularios que entraron al BPS, a 
esta altura tenemos procesados informáticamente setenta mil, lo cual representa una cifra muy importante, y 
que nos da tranquilidad en cuanto a las responsabilidades que tiene el organismo. Habrá que ver cómo se va 
procesando esto en su conjunto y en la relación con el Ministerio, pero creemos que es un ejemplo de lo que 
el BPS es capaz de hacer además de sus tareas habituales, más allá de los errores y carencias que tiene. 


Entendemos que el BPS es una institución fundamental de la seguridad social, y no solo para la 
administración de la misma. En grandes números, representa el 90% de lo que significa la seguridad social en 
lo financiero y el 90% de lo que significa en cantidad de personas en el país. Sin duda que esto tiene un 
impacto muy grande. Debemos pensar que para funcionar y cumplir con sus cometidos, el BPS necesita 

US$ 4:000.000 diarios, con el dólar devaluado; antes era más. Esta es una situación muy fuerte, que nos 
enfrenta a una responsabilidad muy grande. Hasta el momento, estamos muy contentos por la forma en que 
están marchando las cosas. 


Entonces, como institución fundamental de la seguridad social, el BPS cumple tareas que tienen que ver con 
la administración y con las facultades definidas en la Constitución de la República en cuanto a promover 
iniciativas, promover políticas sociales y de seguridad social, que pasan, como dice la Constitución, por 
coordinar y organizar la seguridad social del país. En este sentido, queremos destacar un hecho que nos 
parece muy importante. A pesar de que está en vías de formalización, su contenido, su funcionamiento en la 
órbita de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto es muy importante. Me refiero a algo que aún no tiene 
nombre, pero que es una especie de Comisión sectorial u organismo estratégico de la seguridad social. Esto 
viene funcionando integrado por los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Economía y Finanzas, 
por la OPP -que es la que convoca- y por el BPS; podrán convocarse, además, otros organismos que tengan 
que ver con la seguridad social, y entre los objetivos que hemos acordado hasta el momento está el de hacer 
un resumen de diagnósticos y de alternativas al sistema de seguridad social. Nos parece que será en esa 
especie de Comisión donde se deberá ir diseñando lo fundamental de las políticas en este tema. Allí, estos 
organismos trabajarían en pie de igualdad, más allá de las facultades constitucionales y legales que cada uno 
de ellos y de los que puedan convocarse tengan. Paralelamente, es voluntad unánime de este Directorio 
promover que las organizaciones sociales representativas tengan un ámbito permanente y efectivo de 
participación en la definición de las políticas sociales, en el marco de lo que son las responsabilidades de las 
distintas instituciones y Poderes, lógicamente, incluido el Parlamento. En la medida en que se vaya 
procesando la información, nos parece bueno que este organismo mantenga un importante relacionamiento 
con el Poder Legislativo y que se transforme, de alguna manera, en constructor de las políticas de seguridad 
social en el país. Por otra parte, hay una serie de propuestas que relacionamos con este tema. En ese mismo 
principio de participación, debemos crear las comisiones asesoras previstas desde 1986 en la Ley Orgánica 
del BPS que, salvo excepciones, no han funcionado ni a nivel departamental ni de sectores específicos de 
actividad, particularmente aquellos que tienen una característica especial o los que no tienen representación 
directa en el Directorio; estoy pensando, por ejemplo, en sectores como el de la discapacidad y el rural. 
Pensamos diseñar políticas de inclusión en un sistema que viene perdiendo cobertura y protección en calidad 
y cantidad. En estos días va a ser presentado un estudio, cuya elaboración ya se había iniciado anteriormente 
desde la representación de los trabajadores, en el que se muestra una caída importante de la densidad de 
cotización de los trabajadores de la actividad privada. Esto nos preocupa mucho y es un alerta roja importante 
en cuanto a si la gente se podrá o no jubilar y cuáles van a ser las perspectivas de protección social. 


En este camino también debemos transitar hacia otro de los objetivos estratégicos planteados: una cultura de 
la seguridad social. Esto pasa por mecanismos más efectivos y masivos de comunicación, y más claros de 
formación y de educación en seguridad social. Tenemos algunas experiencias a nivel nacional e internacional. 
En ese sentido, creemos que la educación en seguridad social y la creación de esa cultura debe apuntar hacia 
un sistema creíble. Nadie va a contribuir a un sistema en el cual no crea, aunque sea el más justo posible. 


Por otro lado, creemos que es importante desarrollar mecanismos permanentes de formación interna también 
a nivel de las instituciones, desde la escuela hasta la universidad, desde las cárceles a los caseríos o desde el 
portero a los Directores, como dijimos en el discurso del 29 de marzo. 


En este aspecto, un elemento sustantivo es la información. En su primera sesión, así como en las 
subsiguientes, el Directorio aprobó una serie de iniciativas que, a nuestro juicio, son capitales para la 
democracia y para eventuales innovaciones, ajustes o reformas del sistema. Entre ellas, cambió una 
resolución absolutamente inapropiada del anterior Directorio que consideraba que, de hecho, la información 
era primero reservada o secreta y después pública. Este Directorio ha entendido desde su primera sesión que 
la información del BPS es primero pública y, excepcionalmente, cuando así las normas lo justifiquen, 
reservada o secreta. 


Hacemos entrega al señor Presidente de las primeras resoluciones que hemos tomado. Son cuatro 
resoluciones. Una tiene que ver con la liberación de la información estadística del BPS. Hemos liberado una 
decena de documentos de estudio elaborados por la Asesoría Económica y Actuarial del organismo -una 
importante y prestigiosa repartición del Banco de Previsión Social-, y también una serie de estudios 
nacionales e internacionales de expertos y de organizaciones que, hasta el momento, estaban todos 
enclaustrados. 


Otra resolución tiene que ver con la publicación en el sitio web del Banco de las principales resoluciones de 
interés general del organismo, respetando las normas del secreto tributario, estadístico, etcétera. 


La tercera resolución tiene que ver con el libre acceso de los señores Directores, bajo su responsabilidad, a 
las bases de datos del Banco. Aunque parezca increíble, había diferencias en el acceso que tenían unos 
Directores y otros; los señores Legisladores habrán escuchado reiterados reclamos al respecto. 


La cuarta resolución tiene que ver con que los Gerentes de sucursales del interior del país, que son las 
cabezas visibles del organismo en el interior, puedan expresarse en los medios de comunicación sobre 
normativas del BPS y de la seguridad social, lo que hasta ahora no era posible. Cada vez que un medio de 
comunicación solicitaba a un Gerente de sucursal que se expresara, tenía que pedir permiso al Directorio del 
BPS y a veces se le autorizaba y otras veces no. 


Creemos que son cambios importantes. Son resoluciones que ya están en vigencia. 


Por otra parte, estamos planteando una serie de unificaciones en criterios y en acciones. Por ejemplo, se van a 
unificar los locales del BPS, pues en algunas ciudades o departamentos tenemos tres. Creemos que hay que 
tender a la unificación de esos locales para mejorar la infraestructura, tener más disposición y, eventualmente, 
destinarlos a otros usos o venderlos. Por otra parte, los diferentes plazos y multas que existen y todo lo 
relacionado con eso son aspectos en los que podemos avanzar y en algunos de ellos ya lo estamos haciendo. 


Dentro de todo esto, entendemos que debemos profundizar en un tema que es muy importante y refiere a que 
el BPS es, sin duda, uno de los principales organismos públicos y privados en el Uruguay, de mejor 
equipamiento tecnológico. Este es un hecho muy destacable, reconocido no solo a nivel nacional sino 
internacional. Creemos que esas inversiones que ha hecho el organismo, con aciertos o con errores, están 
dando resultados muy importantes que están siendo de utilidad, como lo ha sido para el Plan de Emergencia 
en esta oportunidad. Además, estamos prestando servicios a otras instituciones. Por lo tanto, queremos 
mantenerlo y mejorarlo, pero al mismo tiempo, queremos desarrollar la capacidad propia. Como dijimos en el 
discurso, queremos un BPS más capacitado y menos dependiente, sin perjuicio de que algunos contratos que 
tenemos con empresas internacionales son importantes y deberán razonablemente integrarse a este concepto 
que estamos desarrollando. 


También pensamos plantear algunas mejoras a nivel gerencial. Dentro del Plan Estratégico 2005-2010 de la 
institución -esta viene trabajando con planes estratégicos con anterioridad-, vamos a plantear a cada Gerente 
de repartición que haga su propio plan y que alguna de las compensaciones que recibe esté sujeta al 
cumplimiento de esas metas y a la obtención de resultados. Pensamos que es una idea muy importante de 
cambio de gestión, que queremos desarrollar. 


En otro sentido, el BPS tiene una importante doble función que cumplir en lo que tiene que ver con 
regularizaciones de situaciones de funcionarios en el propio organismo y, particularmente, en otros 
organismos públicos y en la sociedad en general. Entendemos que el BPS tiene una importante función que 
cumplir en ese sentido. Nos constan profundas e históricas irregularidades que existen en diversos 
organismos del Estado. Creemos que el Estado es un mal ejemplo cuando persisten situaciones irregulares. 
En ese sentido, ya hemos mantenido conversaciones con diversos organismos, encontrando muy buena 
voluntad para proceder a la regularización. 


Otro aspecto importante es el desarrollo de un mejor relacionamiento con los organismos de la salud. El BPS 
es tan importante como desconocido en cuanto a la importancia que tiene la salud para el organismo. A vía de 
ejemplo, bastaría decir que nuestro presupuesto es mayor que el del Ministerio de Salud Pública, que somos 
la segunda maternidad del país, que pagamos mensualmente 600.000 cuotas mutuales, siendo el sostén del 
sistema mutual. Además, al día de hoy, el principal costo de la seguridad social para la mayoría de las 
empresas no son los aportes jubilatorios sino el complemento de cuota mutual. |Previo a su asunción como 
Director, el contador Luis Casares fue contratado por el Banco Mundial y el Ministerio de Salud Pública para 
hacer un estudio sobre el sistema de salud, en particular en el BPS, y en ese sentido, el Directorio ha resuelto 
que sea él quien nos represente en las instancias de análisis del sistema nacional de salud. Creemos que esto 
es algo que refleja la importancia que el organismo está dando a este tema. 


Al mismo tiempo, nos planteamos hacer una revisión de todos los contratos que tiene el BPS con los 
prestadores privados, no solo los de las mutualistas a través del sistema de DISSE, sino los que tenemos a 
través de los mecanismos de atención de salud materno infantil -tanto en Montevideo como en el interior del 
país-, que también constituyen un mecanismo de contratación importante y que deben ser revisados en el 


marco de ese proceso hacia un nuevo sistema nacional de salud con la toma de medidas coyunturales y 
puntuales, algunas de ellas muy inmediatas. 


Otra área particularmente sensible es la de recaudación y fiscalización. Entendemos que en esto debemos 
diseñar una política de Estado y que es un avance muy importante que se haya generado esta coordinación. 
Ya hemos mantenido una primera reunión de coordinación con la Dirección General Impositiva, el Ministerio 
de Economía y Finanzas y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y hemos acordado que cada uno de 
los organismos eleve sus propias propuestas. En tal sentido, el Directorio del BPS, en el día de ayer, estuvo 
considerando esta situación y seguramente en los próximos días estaremos elevando las propuestas; podemos 
adelantar que el documento que enviaremos a esa coordinación -excepto algún pequeño matiz- contará con la 
unanimidad de los integrantes del Directorio. Por lo tanto, en un plazo no mayor de treinta días se estaría 
definiendo un plan, que por ahora no tiene nombre, pero podría llamarse "Desarrollo de una cultura de la 
responsabilidad social", que va más allá de lo que podrían ser simples y necesarias medidas de recaudación, 
de fiscalización y de inspección. En ese concepto de cultura de la responsabilidad social apuntaríamos a 
desarrollar distintos mecanismos preventivos, educativos, comunicativos y medidas de recaudación, 
fiscalización y de sanción para la mejora de la recaudación y fiscalización en lo que tiene que ver con la 
seguridad social, coordinada con los cursos de información correspondientes con el resto de los organismos. 


En este sentido, hay algunas cuestiones importantes que ya hemos resuelto; algunas de ellas vienen del 
Directorio anterior y las estamos potenciando, por ejemplo, la nueva herramienta "cuenta de empresas", que 
entrará en vigencia en el segundo semestre de este año. Esta es una herramienta muy importante para la 
mejora de gestión de recaudación del organismo. Además, estamos potenciando una cantidad de cruces de 
información con diversos organismos; estamos reavivando una serie de decretos, convenios y acuerdos 
administrativos que fueron firmados por gobiernos anteriores que, salvo esporádicas acciones, no se habían 
concretado, pero que ahora estamos desarrollando. 


Estamos proponiendo -en esto los señores Diputados tendrán mucho que hacer- la creación de nuevas 
medidas, por ejemplo, nuevos Juzgados tributarios especiales. En el Gobierno anterior, por decreto 
presidencial llegó a crearse una Comisión para formar Juzgados tributarios especiales; estamos inspirados en 
la experiencia española y otras experiencias. No olvidemos que existen Juzgados Tributarios de Aduana. 
Sabemos que en este tema hay concordancias entre distintos organismos de Gobierno. 


Este proyecto de ley está en un proceso de elaboración, lo cual nos implicará conversar no solo con los 
señores Diputados sino también con la Suprema Corte de Justicia y otros organismos. Reitero que estamos 
reavivando un decreto del Gobierno anterior, pues nos parece importante para la creación de estos 
organismos, que esperemos que fructifique en este Período 


También estamos pensando en la puesta en marcha de otras medidas que tienen que ver con la 
responsabilidad solidaria de los titulares y representantes de las empresas cuando se cometen delitos de 
evasión y fraude; concretamente, estamos pensando en la responsabilidad subsidiaria de las empresas 
suministradoras de trabajadores temporarios, y en otra serie de medidas que tienen que ver con apuntar a la 
mejora de la recaudación y fiscalización. 


Asimismo, estamos analizando las posibilidades de un régimen de regularización y recuperación de deudores 
y de contribuyentes, complementado con un régimen de premio a los buenos pagadores. Tenemos situaciones 
bastante dramáticas de gente que se ha descolgado del sistema por tener deudas impagables, en algunos casos 
por problemas serios y en otros por avivadas. Habrá que diferenciarlos. Hay gente que no se puede jubilar -a 
pesar de que tiene años suficientes de trabajo y de contribución- por deudas generadas, y tenemos situaciones 
importantes para resolver en este sentido. Lo que estamos planteando es generar un régimen, no una nueva 
ley, de facilidades de pago. 


Nos parece que este enfoque puede ser el más apropiado; reiteramos que cuando hablamos de regímenes nos 
referimos a cómo recuperamos no solo las deudas, sino los contribuyentes, y los trabajadores, sus derechos. 
Por otro lado, tenemos que ver cómo premiamos a los buenos pagadores para que no se generen 
competencias desleales ni desequilibrios. 


En tal sentido, estamos trabajando fuertemente y ya hay una serie de proyectos que están elaborando los 
servicios del Banco, además de otras propuestas que han planteado la representación de los empresarios, de 


los trabajadores, el nuevo Directorio y la representación de los jubilados y pensionistas en áreas más 
vinculadas a las prestaciones. 


Pensamos que el monotributo -que fue una buena idea, pero que hay que reformar-, que fue mal 
implementado, debe ser reanalizado. Al día de hoy solo tenemos 2.500 inscritos, de los cuales pagan la mitad; 
creemos que eso es absolutamente inoperante, e implica coordinar criterios entre los distintos organismos. 
Digo esto porque en algunos casos hemos tenido situaciones de potenciales monotributistas que se acercaron 
al BPS a manifestar su voluntad de inscribirse en tal condición, pero que no fueron aceptados por la 
Dirección General Impositiva. Esto implica la necesidad de coordinar criterios y reformas de la legislación 
para que en el marco de esa campaña de cultura -muchas veces, por no saber, la gente no ingresa al sistema, 
que está generando creciente y preocupante exclusión- generemos creciente y satisfactoria inclusión. 


En lo que tiene que ver con el sistema de seguridad social, lo fundamental son las políticas que se vayan 
definiendo en el llamado organismo estratégico. El próximo 10 y 11 de mayo mantendremos una reunión de 
trabajo a nivel de responsables de Gobierno sobre este tema, y reitero que tenemos una serie de 
preocupaciones; una de ellas es el financiamiento del sistema, que ha cambiado sustantivamente. 


En 1990 el 18% de las fuentes de financiamiento del BPS provenía de Rentas Generales, pero en trece años 

eso se ha triplicado, pues actualmente el financiamiento de parte de Rentas Generales es de 52%, a través de 
un sistema tributario regresivo, tal como lo hemos comprobado en una investigación realizada hace algunos 
años por los economistas Lagomarsino y Grau, en forma conjunta con la Facultad de Ciencias Económicas, 

en un proyecto que en aquel entonces impulsaron distintas instituciones. Esto nos abre un nuevo desafío. 


La caída de la densidad de cotización para nosotros es alarmante. Reiteramos que en los trabajadores de la 
actividad privada la densidad de cotización ha caído de 84%, en 1997, a 57%, en 2003. La investigación, que 
será presentada en la próxima semana —el Director Ferrari podrá abundar en ello- demuestra que eso no es 
por efecto de la crisis de 2002, sino que la caída es una diagonal recta, permanente, algo realmente 
preocupante no solo por los aspectos de protección social, sino también por los aspectos financieros que 
puede estar generando a futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero saber si al mencionar la densidad de la cotización se está haciendo 
referencia a la continuidad de los aportes de los cotizantes, en términos de que después ello facilite el 
reconocimiento de los servicios y de que la ecuación económica final redunde en beneficio de los 
usuarios del sistema. Es importante precisar esto porque es un concepto que para quienes no somos 
expertos en la materia resulta de definición técnica. 


SEÑOR MURRO.- Pongamos un ejemplo. El año tiene doce meses; cuando decimos que la densidad de 
cotización es del 57%, significa que en esos doce meses la cotización es de 7 meses. Inclusive esto puede 
ser más grave en algunos sectores de la actividad, como puede ser la pesca, donde los trabajadores 
tienen el alta cuando embarcan, y tienen la baja cuando desembarcan, quizás permaneciendo diez o 
quince días a bordo. Algunas cuestiones se deben corregir, y no me refiero solo a la pesca; el 57% es el 
promedio de la actividad privada. Los señores Diputados van a advertir que el estudio está 
desagregado por sectores de actividad; en el sector rural y en el doméstico los porcentajes son mucho 
más bajos. 


En cuanto a otras medidas, ya encargamos los estudios correspondientes -por unanimidad del Directorio- 
para ver cómo podemos promover que las jubilaciones más bajas, de los hogares de recursos más bajos, sean 
mejoradas progresivamente. No hablamos solo de jubilaciones bajas, sino que nos referimos a jubilaciones 
bajas en hogares de escasos recursos; hay gente que cobra $ 1.000 y tiene 5.000 hectáreas de campo y otra 
que cobra $ 1.000 y tiene dos hijos desocupados en la casa, por lo que la situación no es la misma. Esta es 
una de las prioridades que estamos estudiando. 


Asimismo, estamos analizando -se pidieron los estudios correspondientes al Banco- todas las jubilaciones 
que tienen topes, ya sea de prestaciones o de ingresos, no solo las de pasividades, sino también las de 
actividad. 


Estamos estudiando la realización de propuestas legislativas -que, en los casos que corresponda, deberán 
contar con iniciativa del Poder Ejecutivo y, desde luego, con el debido análisis parlamentario- para la 


flexibilización de los criterios para acceder a la jubilación. Uruguay es el único país del mundo que, además 
de los sesenta años de edad para hombres y mujeres, exige treinta y cinco años de trabajo registrados y 
pagados simultáneamente. Destaco que sea simultáneamente, porque hay otros países en los que uno puede 
probar que trabajó -cito el caso de Inglaterra, para no hablar de países subdesarrollados- al momento de 
jubilarse. Si estuviera la Ley_N* 16.713 plenamente vigente en Uruguay, solo se cuenta con seis meses para 
probar que uno trabajó después del día que lo hizo. 


También estamos analizando una serie de medidas que tienen que ver con las prestaciones por discapacidad; 
hay ciertas preocupaciones que estamos estudiando. Se han pedido los informes correspondientes y se está 
tratando de avanzar en ese sentido. Una de las comisiones asesoras que pensamos crear se encargará de 
estudiar este tema. 


En cuanto al sector empresarial, estamos analizando -se pidieron los estudios correspondientes- la relación 
que existe entre exoneraciones patronales y generación efectiva de empleo, entre exoneraciones patronales y 
fraude, entre exoneraciones patronales y no pago de obligaciones, a los efectos de realizar un análisis más 
profundo de todos los mecanismos de exoneraciones. Como lo señores Diputados sabrán, salvo el sector 
comercio y servicios y el sector público, al día de hoy no hay aportes patronales jubilatorios. Si analizáramos 
el sector rural independientemente, por cada peso que entra, salen seis. Este es un subsidio que la sociedad, 
por lo menos, debe transparentar y analizar, dado que a su vez se financia con un régimen tributario 
regresivo. En este sentido, tenemos una serie de cuestiones importantes a desarrollar; reitero que ya se han 
encomendado los estudios correspondientes y que hay propuestas que estamos analizando, como la relativa al 
monotributo y a las demás que hemos señalado, incluyendo las propuestas que están llegando de distintos 
actores sociales y políticos y de las organizaciones que están trabajando en este tema, además de lo que 
realiza el Directorio y sus servicios. 


Con respecto a la tercera edad, estamos en pañales. Creemos que este debería ser un tema prioritario en el 
país. Uruguay no tiene una política de tercera edad; creemos que deberíamos ver cómo conjuntamos 
esfuerzos y mecanismos para lograrla. Se han hecho distintos intentos, pero no se ha avanzado, y creemos 
que es prioritario. Pensamos que en este tema hay que partir desde cero o menos diez, porque falta mucho por 
elaborar. 


Hay algunas otras propuestas concretas que estamos desarrollando, inclusive algunas que se están analizando 
en el Directorio en estas horas. Hay cierta discriminación en la situación de las viudas y los viudos. En el 
caso de que una persona quede viuda y esté percibiendo ingresos que superan determinado monto, no genera 
derecho a pensión; pero si pierde esos ingresos, no puede solicitar la pensión correspondiente. Pongamos el 
caso de una viuda que tiene un buen salario al momento de fallecer el esposo, pero luego pierde su trabajo y 
se queda sin derecho a solicitar una pensión. 


Hay propuestas concretas para el sector de los jubilados y pensionistas que estamos analizando, como la 
relativa al calendario de pago de pasividades o al injusto 1% que se descuenta a 107.000 jubilados de 
Industria y Comercio -proyecto viejo que estaba a consideración y que seguramente los señores Diputados 
recuerdan. En ese sentido, estamos viendo la adopción de una serie de medidas que, inclusive, conversamos 
no solo en el seno del Directorio sino también con otros organismos de Gobierno. 


En cuanto a las AFAP, el Directorio está considerando una serie de medidas, y ha aprobado algunas en el día 
de ayer. Un ejemplo lo constituye el hecho de estar proponiendo a los otros accionistas de República AFAP - 
como ya lo había hecho el Directorio anterior, y queremos destacarlo- la rebaja de las comisiones. Pedimos 
un informe a la asesoría económica del Banco, que fue aprobado en el día de ayer por el Directorio. Hay 
voluntad unánime por parte del Directorio de rebajar las comisiones, como la había en el Directorio anterior. 
En estas horas se están procesando las notas formales para dirigirnos a las autoridades correspondientes a los 
efectos de viabilizar este planteo que deberemos acordar con los demás accionistas, como son el Banco de la 
República y el Banco de Seguros, sin perjuicio de las facultades que tienen otros organismos del Estado. 


Otra cuestión que nos interesa plantear al respecto es que este Directorio tiene la firme voluntad de cobrar a 
las AFAP por el trabajo que el BPS les hace gratis. Esto está previsto presupuestalmente desde 1997 y nunca 
se llevó a cabo; es voluntad de este Directorio hacerlo, y tiene potestades para ello. Se están actualizando los 
estudios correspondientes; el tema figura en el orden del día del Directorio desde la pasada sesión, y 
esperamos resolverlo próximamente. Recordemos que la comisión que cobran las AFAP en Uruguay es 
similar a la que cobran las AFP en Chile, pero hay una notoria diferencia. En Chile las AFP registran, 


recaudan, fiscalizan y pagan prestaciones, mientras que aquí no hacen nada de eso, cobrando 
aproximadamente la misma comisión por administración y haciéndoles el trabajo gratis el Banco de Previsión 
Social. Entendemos que este debe ser un paso adelante. 


Otra propuesta que elevamos a consideración tiene que ver con la sustitución de los actuales Directores de 
República AFAP; esto es algo que debemos articular con el resto de los accionistas Los Directores de 
República AFAP han sido designados por el Gobierno anterior y nosotros entendemos que deben ser 
sustituidos, así como también que deben ser rebajados sus altísimos sueldos. Creemos que esto forma parte 
de las políticas que debemos impulsar en acuerdo con los otros organismos e instituciones que tienen que ver 
con este tema. 


Pido disculpas a los señores Diputados por lo extenso de mis palabras, pero queríamos tratar de ser lo más 
explícitos posibles. Les recordamos que el discurso del 29 de marzo se colocó en el sitio web del Banco el 
mismo día que lo pronunciamos, y las resoluciones estarán siendo colocadas allí en las próximas horas, de la 
misma manera que los demás estudios e informes que hemos señalado. 


SEÑOR FERRARI. La próxima semana vamos a participar en un encuentro de la subregión 
impulsado por la Coordinadora de centrales sindicales del cono sur, con vistas a la conformación de 
una Comisión de Seguridad Social, un equipo de trabajo que con rigor técnico y con visión sindical 
pueda dar su aporte en este proceso, sobre todo cuando está próximo a entrar en vigencia el convenio 
multilateral. En los próximos días lo estaría refrendando Paraguay y entraría en vigencia en julio. Me 
interesa mucho profundizar en este tema porque Uruguay es uno de los países de la subregión que tiene 
convenios bilaterales que dejarían de funcionar cuando entre en vigencia el convenio multilateral que 
mencioné anteriormente. Por lo tanto, es interesante tenerlos en cuenta. 


En el marco de esa actividad, la representación de los trabajadores tiene interés en mostrar qué está pasando 
en la Seguridad Social en relación con una investigación que hicimos sobre el tema de la densidad de 
cotización. Se tomaron 80.000 personas que trabajaban en 1996, de distintos sectores de actividad y edad y 
de ambos sexos, y se analizó su historia de trabajo hasta 2004 para determinar cuánto de ese tiempo habían 
trabajado. Consideramos que esto nos va a permitir fundamentar la necesidad de bajar la cantidad de años de 
servicio que se pide en este país. Conseguir 35 años de servicio, para la inmensa mayoría, es muy difícil. 
Aclaramos que esta es una muestra muy representativa, de un poco más del 10% de los cotizantes. Si 
agregáramos a todos los que trabajan informalmente la situación sería mucho más grave. Afortunadamente, 
en este país hay jubilación por edad avanzada; de otra manera, las personas pasarían los 80 años y, en muchos 
casos, no habrían alcanzado los 35 años de servicio y con aportes. 


Este es un tema que en el futuro generará consecuencias muy graves que el Estado deberá asumir, a pesar de 
que existe un sistema mixto y la tendencia es que el Estado se vaya retirando, según lo que su momento había 
planteado el Banco Mundial. Esto muestra que las pensiones asistenciales tendrán que ocupar un lugar 
porque esta realidad ya impactó en los últimos 9 años y tendrá consecuencias. Si no tomamos medidas a 
tiempo, la situación será más grave aún. Vamos a hacer llegar a los miembros de la Comisión el informe que 
surja de la investigación. 


Por otra parte, hay dos temas muy puntuales que nos interesan y que hemos planteado en Períodos anteriores. 
Creo que para el primero no es necesaria la iniciativa del Poder Ejecutivo. Entendemos que la Comisión 
Nacional Honoraria debe jugar un papel mucho más importante en todo lo que tiene que ver con la 
discapacidad. Fue creada por la Ley_N” 16.095, pero no se incluyó en ella al Banco de Previsión Social. 
Precisamente, el señor Presidente hacía referencia al tema de la inversión en salud, y gran parte de eso tiene 
que ver con la discapacidad; por ejemplo, en Asignaciones Familiares, está el programa materno infantil de 
las malformaciones congénitas, y tiene mucho para aportar en un período en el que esperemos que cumpla un 
papel mucho más importante que el que ha tenido hacia un sector de la población. 


El otro tema lo planteamos a fines de noviembre en el Directorio y tiene que ver con las elecciones de los 
Directores sociales. De acuerdo con la norma, el año que viene deben realizarse; nosotros llevamos el tema al 
Directorio y este ya conformó una Comisión para planificar y tener todo en condiciones a los efectos de que 
puedan desarrollarse las elecciones. Nosotros tenemos algunas observaciones que hacer a la ley que las 
reglamenta, relacionadas con la densidad de cotización. Actualmente, no tiene derecho a la expresión 
democrática de elegir con su voto a su representante más del 30% de los trabajadores, porque la norma dice 


que al cierre del padrón deben tener un año de cotización de corrido. Entonces, los trabajadores que tienen 
bajas temporales, como los del mar o de la construcción, que salen de una obra y a los dos días empiezan a 
trabajar en otra, no votan. Son cosas que hay que analizar para poder modificarlas. 


También hay preocupación en el sector empresarial. Donde es más claro el problema, y ya hay experiencia 
porque se realizaron dos elecciones, es en el sector de los trabajadores. Deberemos trabajar en conjunto para 
solucionar esta situación, pero el plazo es reducido, porque en julio se cierra el padrón. Además, hay que 
hacer todo un ordenamiento, porque tenemos trabajadores registrados por la cédula de identidad y la que rige 
la elección es la Corte Electoral. Entonces, hay que procesar los padrones a tiempo para que se pueda cumplir 
con el mandato y con el compromiso que se asumió cuando se aprobó la ley en el año 2001, estableciendo 
que debía haber elecciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quisiera reparar una omisión y dar la bienvenida al señor Diputado 
Bentancor en su calidad de delegado de sector, así como al señor Diputado Gandini, en quien aún no se 
ha formalizado tal condición. Por lo tanto, proponemos que quienes no son miembros ni delegados de 
sector puedan intervenir en la discusión y formular las preguntas que crean convenientes. 


(Apoyados) 


SEÑOR BENTANCOR.- Quisiera hacer una reflexión acerca de la información que nos han brindado 
los integrantes del Directorio del Banco de Previsión Social. Ha sido de tal densidad y riqueza que uno 
tiene la sensación de que abarca la mayoría de los temas importantes de la Seguridad Social. Además, 
no solamente se los ha señalado aquí, sino que figuran tanto en el discurso pronunciado por el señor 
Presidente del Banco de Previsión Social cuando asumió su cargo, como en las sesiones del Directorio y 
en el informe que recibimos, en el que se aprecia que, por suerte, las resoluciones se adoptan por 
acuerdo, salvo pequeños matices. Entonces, es muy satisfactorio ver esta productividad en un área tan 
importante de la acción del Gobierno. 


Queríamos aprovechar la oportunidad para hacer una consulta, que nos parece preocupa a la gente en general 
y que genera un problema a todos y, en particular, a nosotros. Cuando la gente dice que gana extremadamente 
poco, sería razonable que en lugar de los $ 1.000 que percibe de jubilación, por lo menos recibiera $ 1.500. 


Otro reclamo muy persistente de la gente es la eliminación de ciertos topes jubilatorios. Si uno analiza este 
aspecto se da cuenta de que en la mayoría de los casos los trabajadores que van a jubilarse deben tomar una 
opción de hierro; se jubilan y pierden, a veces, hasta la mitad de lo que ganaban en actividad. Esto no parece 
justo, pero tampoco uno visualiza la posibilidad de que eso pueda estar siquiera en las prioridades, porque 
hay muchas situaciones graves en nuestra sociedad. Lo que a uno le nace hacer enseguida es tratar de 
compartir con la gente, sin crear alarmismo, la real dificultad en la que se encuentra nuestro sistema de 
seguridad social. Ha existido preocupación y se ha hecho un esfuerzo por resolver una cantidad de temas a la 
vez, pero uno ve que Uruguay es un país de baja natalidad y que, más allá de que por suerte la desocupación 
ha disminuido un poco, falta empleo. Por otro lado, se mantiene en grandes cantidades el trabajo en negro, la 
informalidad de todo tipo y las exoneraciones -a las que hizo referencia el señor Presidente del BPS-, lo que 
genera una ruptura en una parte de la cadena virtuosa que existía antes: los jóvenes trabajaban para que con 
su aporte los viejos pudieran cobrar lo que, a su vez, habían generado con sus aportes, es decir, una jubilación 
digna. Pero hoy estamos quebrando fuertemente la parte de ingresos económicos. 


Además, parece que es una desgracia -algunos lo han planteado así- que los veteranos tengamos la esperanza 
de vivir, por suerte, cada vez más. Hoy en día la gente tiene una expectativa de vida importante. Tengo la 
suerte de ser "ancapeano" y de tener tres "ancapeanos" que han superado los cien años. Entonces, 
posiblemente yo tenga esa expectativa de vida. Realmente, es difícil para la gente que se le trasmita una 
sensación, diría, de preocupación porque tampoco generaríamos la razonable disposición de ánimo para 
pelear contra esta situación. Pero, debemos decir que la situación de la seguridad social es realmente grave, y 
si no se toman medidas, lo será más aún en los próximos años. 


Al comenzar esta reunión, dije que me satisfacía mucho tener este aluvión de temas, que analizaremos luego 
con detenimiento leyendo las versiones taquigráficas y el discurso del señor Presidente en su asunción. Creo 


que estamos en una situación todavía compleja, difícil y de alguna forma estoy chequeando esa realidad con 
la gente que está al frente, al timón de esa institución tan importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de las consultas y las reflexiones de los señores Diputados, que 
seguramente en todo o en parte se van a repetir, apelando a la benevolencia de los invitados, la Mesa 
quiere proponer como mecanismo que ante la reflexión o el planteamiento de cada uno de los 
miembros de la Comisión, el Directorio del BPS formule los comentarios que considere pertinentes, de 
manera de ir ordenando la reunión. 


SEÑOR MURRO.- Voy a hacer algunas reflexiones. 


Hay un tema que nos parece oportuno analizar referido a lo que a nosotros nos gusta llamar "el desafío del 
envejecimiento" y no "el problema del envejecimiento"; inclusive, más que el desafío del envejecimiento, el 
análisis de la seguridad social desde una perspectiva demográfica integrada a otras visiones. Voy a poner 
algún ejemplo de hacia dónde queremos apuntar. No se debe analizar la seguridad social solo desde el punto 
de vista del envejecimiento, debe hacerse también, por ejemplo, desde lo que se llama relación de 
dependencia que una forma de medirla es la cantidad de menores de quince años más la cantidad de mayores 
de sesenta o sesenta y cinco años dividido entre los que están entre quince, sesenta o sesenta y cinco años. 
También debe analizarse en función de otras políticas, como pueden ser las de empleo o las migratorias. Este 
es un problema que tienen todos los regímenes, de cualquier signo que sea. El envejecimiento no es 
solamente un problema para los regímenes públicos, solidarios o de financiación colectiva, como se ha dicho 
equivocadamente. Si es un problema, es para todos los regímenes. Entendemos que es un desafío que hay que 
analizarlo histórica y evolutivamente. Para dar un ejemplo de esto, hoy las mujeres en Uruguay viven 
aproximadamente seis o siete años más que los hombres. Pero esa es la foto de la situación actual. Las 
mujeres que hoy están en la tercera o en la cuarta edad cuando eran jóvenes o niñas no tuvieron las mismas 
condiciones de vida que las actuales mujeres jóvenes, adultas o niñas. Hay algunos ejemplos que están en 
estudio. Se fumaba menos, se tomaba menos alcohol y se trabajaba menos. La tasa de participación femenina 
en el mercado ha evolucionado. Esto sin duda va a impactar -no sabemos cómo; todavía no hay estudios 
profundos sobre el tema- en lo que va a ser la expectativa de vida y un nuevo concepto que está desarrollando 
la Organización Mundial de la Salud, que es la expectativa de calidad de vida. 


Entonces, esto hay que analizarlo mucho más dialécticamente con otra serie de factores. 


Lo mismo sucede con la relación de dependencia demográfica. Por ejemplo, si consideramos que el 
envejecimiento es un problema, entre comillas, alguien puede decir la barbaridad "tratemos de que la gente 
viva menos", como dijo un gerente de una importante empresa productora de cigarrillos, a quien esto le costó 
un juicio hace pocos años. Considero que sobre la relación de dependencia se puede actuar con determinadas 
políticas, como por ejemplo de empleo, de natalidad, de migración. Hay importantes países europeos que a 
través de su política de migración están combatiendo o encarando el tema de la relación de dependencia o el 
desafío del envejecimiento. Por ejemplo, en España, uno de cada cuatro nuevos afiliados al sistema son 
migrantes, y eso lo programan. Esto tiene que ver con la integración europea producida hace precisamente un 
año, cuando se incorporaron diez nuevos países y se establecieron políticas migratorias. 


El otro tema tiene que ver con lo que señalábamos de las jubilaciones bajas. Hoy poníamos un ejemplo que 
para nosotros es importante destacar. Una cosa es quien cobra $ 1.000 y tiene 5.000 hectáreas o veinte casas 
para alquilar y, a veces, va cada tres meses a cobrar la jubilación para no perderla, y otra, el que cobra 

$ 1.000 y tiene los dos hijos desocupados o se ha inscripto desesperadamente en el Plan de Emergencia. 


Creemos que se debe hacer una selección en función de prioridades. 


Entendemos que el tema de los topes también debe encararse, pero tiene algunas características particulares. 
Nos hemos encontrado con mucha gente que cree que está perjudicada por los topes jubilatorios, pero en 
realidad está perjudicada por el sistema. Por ejemplo, hoy está perjudicada por los topes jubilatorios 
solamente una persona que gana más de $ 32.000 de salario y son muy pocos los uruguayos que ganan más 
de ese monto. Sí están perjudicados por la tasa de reemplazo o de sustitución, que es otro tope, es decir, el 
porcentaje de jubilación que se le da con relación al salario, pero la mayoría de la gente no está perjudicada 
por los topes. Esto no quiere decir que no se deba encarar el tema de los topes, tanto del anterior sistema 


como del actual, pero también en esto es importante contar con una política de comunicación y de cultura de 
la seguridad social y con una política de reforma más integral del sistema. 


Además de los topes jubilatorios, hay que analizar otros topes, en algunos casos mucho más injustos que los 
injustos topes jubilatorios, por ejemplo, los topes de ingresos familiares de convivientes y no convivientes 
para prestaciones no contributivas como son las pensiones a la vejez o por invalidez o el tope del subsidio por 
enfermedad. Hoy, un trabajador que gana $ 6.000 cuando se enferma gana $ 3.000. Hay que analizar esto en 
función de otras cuestiones; inclusive se debería analizar a la luz del sistema de salud en Uruguay. 


Terminando estas primeras reflexiones -porque los temas que planteó el señor Diputado Bentancor son de 
reflexión-, debo decir que compartimos lo que expresó el señor Presidente Tabaré Vázquez aquí mismo el 1* 
de marzo acerca de que la situación de la seguridad social es precaria. Ese es el punto de partida que nos 
parece importante para el análisis de la seguridad social y para las propuestas que podamos hacer. 


También vemos con optimismo el hecho de que desde diversos sectores se están realizando importantes 
propuestas. Por ejemplo, antes de ocupar este cargo de responsabilidad, nos hemos preocupado de recopilar 
las propuestas de los distintos partidos políticos, lo que está incluido en el programa de gobierno de la fuerza 
ganadora, Frente Amplio-Encuentro Progresista-Nueva Mayoría, en el programa "Compromiso Nacional", 
del Partido Nacional y en el programa "Hacia el Siglo XXI", del Partido Colorado. Hemos extractado las 
propuestas relativas a la seguridad social y hemos solicitado a los legisladores que nos hicieran llegar las 
suyas. Posteriormente, vamos a solicitar que los servicios del Banco las analicen. 


Creemos que reuniones como esta deben ser un mecanismo permanente. En nuestro discurso del 29 de marzo 
señalábamos que este tipo de reuniones debería ser bimensual, de modo de intercambiar no solamente las 
propuestas que los legisladores están elaborando sino también las que nosotros estamos procesando. 


Un reclamo, no de este Directorio sino de la institución Banco de Previsión Social, es que ¡por favor! por lo 
menos comuníquense telefónicamente con nosotros antes de sancionar una ley. Ha habido leyes que han 
tenido muy buena intención, pero nos han causado más problemas de aplicación que otra cosa. Hoy tenemos 
leyes que no hemos podido aplicar porque a veces faltó hacer una llamada telefónica. 


Vamos a aplicar el mismo criterio para las propuestas que elaboremos nosotros, porque las que podamos 
proponer tampoco van a ser perfectas. Ustedes tienen otras visiones, otras demandas y otras opiniones, por lo 
que nos parece importante ese intercambio y si lo pudiéramos hacer periódicamente, mejor. Seguramente, 
siempre tendremos una amplia lista de temas para intercambiar. Quizás, ustedes ya tengan algunas decenas de 
proyectos de ley que nos incumben y en esta propuesta que estamos haciendo, también tenemos una cantidad 
de iniciativas que a ustedes les interesan. 


SEÑOR GANDINI.- Agradezco a los miembros de la Comisión permitirme participar de esta reunión 
tan importante y, por supuesto, también a los integrantes del Directorio del Banco de Previsión Social. 


En el mismo sentido de la preocupación que expresaba el señor Diputado Bentancor, alguno de los temas que 
hoy estamos escuchando aquí y los problemas que se plantean son los mismos que estuvieron a consideración 
de este Parlamento cuando se aprobó lo que se dio en llamar la reforma del sistema de la seguridad social y 
terminó siendo una reforma del sistema del Banco de Previsión Social, porque los demás componentes de la 
seguridad social resistieron todo tipo de modificaciones. 


Me parece que los problemas están nuevamente allí. Hay una cantidad de demandas justas e importantes que 
generan la tentación de ser puestas sobre la mesa para tratar de resolverlas, porque hacen al ingreso de la 
gente que trabajó para tener un retiro justo. Sin embargo, lo tiene, sí, pero en menor medida de lo que aportó; 
por otra parte, hay gente que no lo tiene y esto afecta desde trabajadores de edad avanzada, gente enferma a 
discapacitados. Uno podría citar aquí desde lo más elemental y sencillo hasta el viejo reclamo del aguinaldo 
para los pasivos. Resulta que todo eso termina siendo producto no sé si de esta Comisión o de la de Hacienda, 
porque para que el Banco de Previsión Social pueda cumplir con sus obligaciones mínimas requiere que el 
resto de la sociedad lo asista por otros mecanismos. Muchas veces los trabajadores lo asisten de manera 
directa a través de sus descuentos salariales y también es asistido mediante los aportes de los empresarios. 
También hacen lo propio los jubilados a través de otros impuestos que son afectados directamente a subsidiar 
la economía del Banco de Previsión Social. Parte de la presión tributaria está allí; parte de las razones por las 


cuales cuesta hacer crecer la inversión y la generación de nuevos empleos que hagan más saludable la 
ecuación activo-pasivo precisamente está en el costo de la seguridad social. 


Entonces, surge una pregunta muy sencilla. ¿Cuál es el déficit actual del Banco de Previsión Social? ¿Cuánto 
más tiene que aportar la sociedad, por ejemplo, a partir de la afectación de no sé cuántos puntos del IVA para 
que cada mes y puntualmente pueda cumplir con las obligaciones? Cada mes los ingresos son notoriamente 
menores que los egresos y cada una de las demandas justas que aquí se pueden poner sobre la mesa y que 
cada uno de los Diputados puede traer a este recinto para que oficie como caja de resonancia de la gente con 
la que estamos todos los días, por justas que sean, requieren mayores esfuerzos de la sociedad. Entonces, o 
bien trazamos un plan que tenga que ver con el crecimiento de la economía y, en tanto esta crece se afecte 
más porcentaje o, de lo contrario, estaremos en un círculo vicioso afectando compromisos para un lado o para 
el otro, sacando de donde hay para poner en un lugar o en otro, y será todo muy pobre. 


Una segunda pregunta también lógica es cuál es la relación activo-pasivo que tanto quiso alumbrar el sistema 
mixto de solidaridad, atendido por el Banco de Previsión Social, y de ahorro, atendido por las AFAP, 
buscando que fuera más importante el compromiso del trabajador reclamando a su empleador para que lo 
inscribiera en la seguridad social en tanto parte de su aporte iba directamente a su ahorro y no exclusivamente 
a la bolsa general solidaria. En aquel momento, esa relación era bastante poco sana. 


Me gustaría saber cuál es la relación actual ya que en estos años el empleo se ha visto continuamente 
afectado y parece ser que también ha aumentado el informalismo, es decir, el retiro de mucha gente que 
aportaba y hoy, debido a que sus ingresos han bajado, ha optado por no pensar que algún día se va a jubilar. 
Es un tema que no está en la cabeza de los trabajadores más humildes; es un problema para después, como se 
dice, porque primero hay que llegar a fin de mes y la seguridad social pasa a ser más una carga que un 
beneficio. 


Estos temas importan porque también la sociedad está subsidiando otros componentes del sistema de 
seguridad social. Sin duda, corresponderá al nuevo Gobierno y al sistema político en general abordar con 
seriedad el tema de las cajas paraestatales. Me refiero, por ejemplo, a la dura resistencia de las corporaciones 
vinculadas a esas cajas cuando se quiso hablar de la reforma en el año 1996. Recuerdo que el único sector 
que compareció en el Parlamento y, llamativamente, pidió entrevista con cada uno de los legisladores de la 
Comisión para solicitar una reforma -lo digo casi como para dejar constancia de un galardón de 
responsabilidad- fue la Caja Notarial. Sus integrantes vinieron a hacernos notar que en esa Caja no se 
produce evasión como en otras, porque más allá de que un escribano no le cobre el arancel a un amigo 
siempre se colocan los timbres. Allí todo está protocolizado y, por lo tanto, la evasión no existe o es muy 
baja. Esa Caja tenía un altísimo grado de feminización y, como aquí se decía, las mujeres viven más que los 
hombres y, según estos profesionales, las escribanas viven aún más que las que ejercen otras profesiones. 
Entonces, hacían su proyección y decían que dentro de algunos años iban a tener problemas. Por eso pedían 
una reforma de la Caja y que la edad de retiro fuera a los sesenta años, y no como ahora a los cincuenta y 
cinco años. Uno miraba con asombro a aquellos ciudadanos que venían a pedir que se los obligara a trabajar 
más años, cuando el resto del sistema resistía este tipo de modificaciones. Si miramos los números, hay 
sectores que están más tiempo -o quizás el mismo- amparados en sus derechos de seguridad social que en sus 
años de actividad, o sea que retiran más de lo que aportan en materia de años, tanto por los años que trabajan 
como por los años que viven. Independientemente de esto, que puede ser anecdótico, allí hay una fuerte 
transferencia de recursos de la sociedad hacia la Caja Militar, la Caja Policial, la Caja Bancaria, la Caja 
Profesional y quizás también hacia algún otro componente, que se suma a la transferencia que hay al Banco 
de Previsión Social. Por lo tanto, el tema del BPS y de todos los aspectos que uno quisiera agregar en materia 
de justicia se enfrenta a la disponibilidad de recursos de una sociedad que parece que está topeada en su 
posibilidad de seguir aportando, donde el mecanismo opera como un desestímulo a permanecer en la 
legalidad o en la formalidad. Entonces, el Estado tendrá que hacerse cargo de las jubilaciones por edad 
avanzada, para atender a quienes queden a la orilla del camino. Esto sucede porque mucha gente se borra 
para no pagar. 


Estas son las reflexiones que me llevan a hacer estas preguntas sobre déficit y sobre la relación activo-pasivo. 


SEÑOR MURRO.- Estamos abiertos a que los demás Directores compartan lo que decimos o 
discrepen. 


Las reflexiones de fondo del señor Diputado Gandini, así como las del señor Diputado Bentancor, darían para 
un seminario. Pero vayamos por partes. En cuanto a los grandes números, hoy decíamos que el Banco de 
Previsión Social necesita US$ 4:000.000 diarios para funcionar. Estamos hablando del 15% del PBL, porque 
si tomamos todo el sistema de seguridad social -tomando la protección social en un concepto amplio- 
estamos aproximadamente en un 20%. Esto es el doble de lo que se destina a la salud y cinco o seis veces lo 
que se destina a la educación, otros dos derechos humanos fundamentales. 


A nosotros no nos gusta hablar de déficit de la seguridad social porque, jurídicamente, la Constitución 
establece aportes de los obreros, patronales y del Estado. En nuestra opinión -y respetamos las otras- habría 
que hablar de fuentes de financiamiento y de cómo estas operan. El BPS pasó de un 18% de financiamiento a 
través de Rentas Generales e impuestos que paga la población, en 1990, a un 52% en el año 2003. Quiere 
decir que solo el 48% es financiado con aportes obreros patronales, que también han tenido una evolución. 
La drástica evolución que ha tenido el financiamiento de la seguridad social, y en particular del BPS, opera 
desde el mismo período que la reforma del sistema, es decir, desde 1995. Son procesos coincidentes y 
paralelos, y en nuestra opinión no son casuales. 


El Uruguay tiene uno de los aportes personales más altos del mundo. El trabajador aporta un 15%. A esto hay 
que agregar el 3% del seguro de enfermedad para los privados y, en general, para los públicos. Si lo 
analizamos en relación con los aportes patronales, está entre los primeros del mundo, pues para la mayoría de 
los sectores es cero o tendiendo a cero. Es cero en la industria manufacturera y en transporte. Se ha reducido 
a partir de la nueva ley de construcción al 50%, pero de todas formas no alcanza. La sociedad está 
empezando a subsidiar a los sectores de la construcción amparados en esta última ley. En el sector rural es 
casi cero. Si analizamos la seguridad social del sector rural, es decir, todos los ingresos y todos los egresos, 
veremos que salen seis dólares por cada dólar que entra. 


El costo de la seguridad social, como decía el señor Diputado Gandini, o la carga, tiene estas relatividades. 
Hoy lo más caro de la seguridad social no es el aporte patronal jubilatorio sino el aporte de los trabajadores y 
el complemento de la cuota mutual. En estos días nos hemos reunido con una cantidad de Cámaras 
empresariales que se han quejado del costo de la seguridad social. Cuando les preguntamos cuánto pagaban 
nos contestaron que una barbaridad. Les aclaramos que de aporte patronal jubilatorio no pagaban nada, y que 
lo que estaban pagando era el complemento de la cuota mutual. Lo otro que pagan es lo que retienen a los 
trabajadores, que es de los aportes más altos del mundo. El aporte patronal jubilatorio promedio es de 12,5% 
aproximadamente, que es lo que paga el sector comercio y servicios. Hay que estudiar esta situación en 
relación a las empresas estatales que están compitiendo en desigualdad con empresas privadas en 
determinados sectores de la actividad. Hay organismos públicos que pagan 24,5% de aporte patronal 
jubilatorio, pero la gran mayoría de los sectores no paga nada. Entonces, esto se financia con impuestos. 
Nuestro país tiene un sistema tributario regresivo en el que pagan más quienes tienen menos. Esto hace que 
haya gente que paga IVA en el almacén y, sin embargo, no tiene seguridad social. Además de ser regresivo, es 
injusto. 


Con esto vemos la complejidad que tiene todo este tema de cómo se financia la seguridad social. Esta es la 
forma en que nos gusta hablar, respetando que puedan existir otras concepciones, como no podría ser de otra 
manera. 


El otro aspecto que nos parece sustantivo analizar, que planteaba el señor Diputado Gandini, tiene que ver 
con la situación de los afiliados, los cotizantes, los contribuyentes, los activos y los pasivos. Tampoco me 
gusta hablar de relación activo-pasivo, porque la situación anterior cambió. Una cosa era hablar de la relación 
activo-pasivo en 1990, cuando el 82% eran aportes obrero-patronales. Entonces, era más adecuado, más 
articulado hablar de relaciones activo-pasivo porque el principal financiamiento del sistema eran las 
contribuciones personales ya sea de los trabajadores o de las empresas, pero ahora eso cambió y el principal 
financiamiento es de Rentas Generales, a través de los impuestos, fundamentalmente, el IVA. 


En algunos países no se habla más de la relación activo-pasivo; me refiero a importantes países del mundo 
como Dinamarca, Australia y Nueva Zelanda, en los que la seguridad social se financia con impuestos, no 
con contribuciones personales. El único país del mundo que acaba de ser reconocido por la OIT y por el 
Banco Mundial como uno de los pocos que ha mejorado la cobertura, es decir, la cantidad de personas 
protegidas, es Brasil. Lo viene haciendo desde el gobierno de Fernando Henrique Cardoso y lo ha 
profundizado en el gobierno de Lula. Ha incorporado catorce millones de personas a la seguridad social y 


todavía resta incluir a cuarenta millones más. Es uno de los pocos países del mundo en los que ha crecido la 
cobertura, y no por prestaciones contributivas, sino por prestaciones no contributivas financiadas con 
impuestos. De ahí la importancia que se ha asignado en Brasil a la reforma tributaria. 


Lo que sí es claro -así lo demuestra el estudio que van a presentar el 4 de mayo- es que no se ha dado lo que 
se creía iba a suceder, es decir, que el mecanismo de cuenta individual iba a mejorar la densidad de 
cotización, la cantidad de contribuyentes; eso no ha operado. Lo que se verifica en esa investigación, que es 
concordante con otras que han hecho la OIT, la CEPAL y el Banco Mundial -recientemente se acaba de 
publicar un documento del representante del Banco Mundial para la región sobre la caída de la cobertura-, es 
que ha habido una caída de la cobertura, no solo en cantidad sino también en calidad. Y allí surge otro tema, 
además del que ya señalábamos en cuanto a la densidad de cotización, que es el relativo a la calidad y a la 
cantidad de empleo. Por ejemplo, en algunos períodos ha aumentado la cantidad de cotizantes al BPS; sin 
embargo, ha disminuido la cantidad de cotizantes con derecho a cuota mutual. Es decir que a veces aumenta 
la cantidad de cotizantes, pero cae su calidad, porque si los trabajadores no tienen derecho a cuota mutual 
significa que no llegan a trece jornales o no están cotizando por más de uno y cuarto salario mínimo nacional. 


La situación es muy compleja y surge el tema del sistema creíble. Actualmente, en Chile está siendo objeto 
de análisis principal por parte del gobierno el hecho de que la gente se está descolgando del sistema, porque 
advierte que no llega a veinte años de cotización. En Chile se exigen veinte años de aportes para tener 
derecho a la jubilación mínima; aquí se exigen treinta y cinco, casi el doble. Es preocupación del gobierno 
chileno que la gente salga del sistema porque ve que no puede llegar a veinte años e intenta conseguir una 
pensión a la vejez a los setenta años de edad. Expertos chilenos, inclusive, hombres del gobierno nos decían 
que teníamos que preocuparnos porque aquí se exigen treinta y cinco años. Sin duda, esto nos preocupa. Está 
claro, como bien decía el señor Diputado Gandini, que la seguridad social no debe ser solo un tema de 
jubilaciones y pensiones, ni solo del BPS. Creemos que, sin duda, hay tres o cuatro sectores en los que debe 
ser encarada una reforma: Caja Bancaria, Caja Militar y Caja Policial. La Caja Notarial y la Caja Profesional 
aprobaron su reforma. Me permito destacar al señor Diputado Gandini que uno de los hombres que estuvo 
promoviendo la reforma de la Caja Notarial, el contador Casares, es hoy uno de los Directores; fue Gerente 
General de la Caja Notarial y, seguramente, se habrá entrevistado con ustedes muchas veces como uno de los 
promotores de esa reforma. 


La situación de la Caja Bancaria es grave y a corto plazo tendremos que ver la reforma de la Caja Militar y de 
la Caja Policial y del sistema de salud. Reitero lo que señalábamos en cuanto al llamado sistema DISSE. Por 
ejemplo, para las empresas que estén pagando un salario promedio de $ 4.000 -se da en muchas empresas del 
Uruguay- lo más caro es el complemento de cuota mutual, y para los trabajadores de esa empresa es lo más 
inútil. Esto es mucho peor si el trabajador gana $ 2.000 o $ 3.000; hay trabajadores que ganan eso y menos: 

$ 1.000 o $ 500. Para estas personas el pago de la mutualista es obligatorio, pero no acceden a ella porque no 
pueden pagar órdenes ni tiques. Entonces, es caro para la mayoría de los empresarios y es inútil para la 
mayoría de los trabajadores. Por lo tanto, esto se está transformando en un subsidio del sistema mutual. Si se 
quiere hablar de costos del sistema de seguridad social, en su análisis debemos privilegiar este asunto. Al 
mismo tiempo, este tipo de cosas debe verse interrelacionadamente. Digo esto porque, por ejemplo, ¿qué está 
pasando con los jubilados o retirados militares y policiales? Ellos luego ingresan al mercado de trabajo 
amparados por el Banco de Previsión Social. Estos son los cruces de información que estamos planteando, 
para ver cómo analizamos este problema. Este asunto implica no solo un estudio de las políticas de seguridad 
social, sino también de las políticas activas de empleo. En este sentido, debemos analizar una serie de 
situaciones planteadas, así como la del sector rural. Entiendo que se debe subsidiar algunos sectores rurales, 
pero también creo que hay otros sectores rurales que no deberían ser subsidiados en la medida en que lo están 
siendo. Este es un aspecto sobre el que vamos a tener que reflexionar. Si hay que subsidiarlos, la sociedad 
debe saber que cuando está comprando un kilogramo de fideos está pagando la seguridad social quizás de un 
productor de 5.000 hectáreas; no siempre la sociedad lo sabe. 


SEÑOR BLASINA.- Nos resulta muy grata la presencia del nuevo Directorio del Banco de Previsión 
Social. 


Quiero hacer un primer comentario acerca de las relaciones entre el organismo que estamos recibiendo y la 
Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Diputados. Comparto totalmente que hay que hacer mucho 
más fluido el relacionamiento de lo que ha sido hasta ahora. No quiero enfatizar sobre lo que ha pasado hasta 
el día de hoy; lo que me importa, fundamentalmente, es señalar lo que debería pasar de aquí en adelante. En 


ese sentido, me parece una contribución muy importante -no solo para quienes estamos involucrados, el 
Directorio y la Comisión, en este caso, sino que, naturalmente, debe tener una proyección mayor- que 
tengamos un contacto que, más allá de ajustes que se deban efectuar sobre la marcha, sea bimensual. Ya 
teníamos esa idea, no vamos a ocultar nada y está bien que figure en la versión taquigráfica; ya habíamos 
conversado con el Presidente del Directorio del Banco de Previsión Social acerca de esta eventualidad. Esta 
es una buena oportunidad para plantearlo y resolverlo. El Presidente del Directorio del Banco en su 
intervención se adelantó a lo que queríamos decir. De todas maneras, no interesa quien lo dice primero, lo 
realmente importante es que ese contacto fluido en un plazo, que podría estipularse en dos meses, puede ser 
una contribución, en un intercambio de ida y vuelta -como aquí se decía- entre el Directorio y la Comisión de 
Seguridad Social de la Cámara de Representantes. 


Quiero señalar algunas cosas al pasar. En términos generales -aunque podría llevarlo a la puntualidad de las 
cuestiones planteadas-, estoy de acuerdo, pero hay que considerar que algunas cuestiones son nuevas. |Es 
decir que esto ya está implicando un cambio. Hay que considerar, entonces, desde los cambios que se están 
operando en la gestión -a mi juicio, imprescindibles, y esta historia no comienza hoy- hasta la atención o la 
forma de encarar algunos problemas relacionados con ciertos aspectos que se han comentado aquí. Me refiero 
a cuestiones tales como la situación del BPS desde el punto de vista económico financiero y a las 
reivindicaciones específicas de la sociedad en su conjunto porque la seguridad social, además de ser un 
derecho humano fundamental, abarca a casi la totalidad de la población, pues es el único sistema que incluye 
a las personas desde antes de nacer hasta después de que mueren. 


Entre los cambios, la idea de dar transparencia a la información me parece absolutamente esencial. Quería 
saber si además de este avance se está pensando en algún otro procedimiento que fue discutido con el anterior 
Directorio. Estoy hablando de que la gente sepa qué derechos tiene porque insisto en que la seguridad social 
es un derecho constitucional. Además, la gente tiene que saber hacia dónde dirigirse para consultar acerca de 
sus derechos. 


Por otra parte, si bien se ha hecho referencia a la descentralización, hay otro cambio sustantivo en cuanto al 
papel de los Gerentes en la difusión de determinados aspectos de la seguridad social. 


Otro criterio innovador es que a cada Gerente o Director de Área se le va a encargar que planifique la 
estrategia de su sector para los cinco años de gestión. También me parece muy bien que se perciban 
determinadas partidas en función de los resultados obtenidos. Esto constituye un avance sustantivo. 


Voy a referirme a los temas de fondo del sistema, aunque no es el momento ni el lugar para extendernos 
demasiado en ellos. El señor Presidente del Directorio decía que el análisis de una de las cuestiones que 
planteaba el señor Diputado Gandini podría dar lugar a un seminario, pero creo que el estudio global del 
sistema podría merecer muchos más. De todos modos, creo que hoy ya tenemos posibilidades de avanzar 
gradualmente. 


Se han planteado dos caminos paralelos para avanzar en algunas reformas. Se ha mencionado una cuestión 
que estuvo planteada en la Legislatura pasada: el cobro de comisiones por parte de las AFAP y el trabajo 
gratuito que hace el BPS. Es claro que el BPS realiza prácticamente todo el trabajo administrativo y que las 
AFAP sencillamente reciben el aporte que les corresponde por cada afiliado, lo depositan en la cuenta 
individual y se embolsan la comisión correspondiente. Por ello, me parece que esta iniciativa constituye un 
avance en ese sentido. 


Paralelamente, se da un hecho muy relevante: la creación de este organismo interinstitucional que pretende 
realizar desde el diagnóstico de la situación hasta proyecciones de mediano y largo alcance con vistas a 
mejorar el sistema. Cuando en 1994 o 1995 se empezó a hablar de mejorar el sistema y terminó votándose 
una ley que actualmente está vigente, no escuché decir a ninguno de los que se oponían -entre los que me 
incluyo- que no había que reformar el sistema. De manera que estamos ante un proceso continuo que tiene 
nuevos ingredientes desde el punto de vista de sus protagonistas y responsables institucionales y sociales. 
Digo esto porque una reforma de fondo de la seguridad social -sé que el Directorio está de acuerdo con esto- 
tiene que contar con la participación de los sectores directamente involucrados. Estos sectores, además de 
tener sus representantes en el Directorio, responden a una masa de gente que debe tener un espacio concreto 
de participación. Sé que en algunos aspectos ya se está haciendo un esfuerzo para concretarlo, y a mi juicio 
es sustantivo que la reforma cuente con el mayor respaldo social y político posible. 


No quiero seguir abundando en detalles, pero haré una referencia final sobre lo que comentaba el señor 
Diputado Gandini aunque, obviamente, no es mi pretensión generar polémicas. El señor Presidente del 
Directorio decía: "No nos gusta hablar de déficit", y hablaba de la relación activo-pasivo. En el fondo, el 
sistema de seguridad social -no solo en Uruguay- es subsidiario de otro factor que comprende al conjunto de 
la sociedad y que tiene que ver con la posibilidad de ir avanzando en la inversión, la reactivación productiva 
y la creación de empleo digno. Este es un camino que hay que transitar paralelamente con todo lo que se ha 
planteado, pero a diferencia de otros, es absolutamente estratégico para superar muchos de los problemas que 
están planteados. Si bien puede resultar polémico definir si hay o no déficit -no quiero ingresar en esa 
cuestión-, la relación activo-pasivo tiene que ver con la cantidad de pasivos y de trabajadores que realmente 
aportan, y agregaría las condiciones y retribuciones a partir de las que lo hacen. Aquí se ha mencionado que 
algunas Cajas han estado en situaciones relativamente holgadas en otros tiempos; al respecto, el señor Murro 
mencionó que la Caja Bancaria tenía una relación activo-pasivo de cuatro o cinco a uno en el pasado y que 
hoy la relación era negativa. Este es el punto de vista que hay que tener en cuenta. |Esto tiene que ver con que 
el aspecto cuantitativo se convierte en cualitativo cuando hablamos de que cuanto más avance la reactivación, 
y obviamente la inversión, más posibilidades habrá de atender los distintos requerimientos sociales y, entre 
ellos, la seguridad social, con lo cual más posibilidades habrá de que la contribución de la sociedad sea más 
equitativa. Hoy el señor Murro mencionaba que apenas el 53% o 54% de los trabajadores efectivamente 
aportan. Dicho de otra forma, hay un 40% de los trabajadores en el Uruguay que no aportan a la seguridad 
social. 


Me quiero referir a que el cambio de esta ecuación está dependiendo, fundamentalmente, del desarrollo 
productivo del país en el que involucro a todos. Estoy hablando de personas de carne y hueso que tienen que 
recibir directamente el resultado de ese desarrollo productivo del país; estoy hablando de una redistribución 
mucho más justa del producto de esa reactivación productiva que la que se ha dado hasta ahora. Este es uno 
de los aspectos absolutamente esenciales del sistema. Acá se han comentado muchos aspectos que se están 
mejorando, pero el aspecto sustancial y de fondo está referido a esta cuestión. 


Voy a hacer un comentario final. Es una cuestión casi filosófica, que voy a decir sin involucrar a nadie y que 
va por cuenta de quien lo dice. Aclaro que siempre he pensado así; no es de ahora. Se trata de una cuestión 
casi utópica, pero cada uno de nosotros tiene sus propias utopías que nos empujan a transitar por la vida. No 
estoy de acuerdo con el razonamiento que a veces escucho, no solo aquí en el Uruguay sino también fuera de 
fronteras, en cuanto a que si el avance de la ciencia médica -aspecto por el cual todos nos alegramos- ha 
hecho que se alarguen las expectativas de vida, como consecuencia de ello las personas tienen que trabajar 
más. Filosóficamente no estoy de acuerdo con eso. Creo que las personas tienen que trabajar determinado 
tiempo y luego disfrutar -y tener los medios para ello- el mayor tiempo posible. Además, comparto 
absolutamente que es una exageración -se mencionaba que no hay otro ejemplo en el mundo- que se exijan 
treinta y cinco años de aportes efectivamente registrados para poder jubilarse, cuando en la situación actual 
muchísima gente no lo va a poder hacer. 


Quería hacer esta reflexión final acerca de este aspecto que puede ser naturalmente discutible, pero que forma 
parte de los temas que se han estado comentando. 


SEÑOR MURRO.- Me parece muy importante avanzar en ese relacionamiento periódico, bimensual, y 
ver cómo lo coordinamos con la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado, a fin de 
abreviarlo y enriquecerlo. 


El segundo planteamiento del señor Diputado Blasina tiene que ver con la información y la educación. En eso 
estamos particularmente preocupados. Hay una serie de experiencias muy positivas que se han hecho en estos 
últimos años desde la representación de los trabajadores que tuvimos el orgullo de integrar hasta el pasado 
mes de marzo, haciendo no solo amplias tareas de difusión sino también de formación. Si no me falla la 
memoria, se hicieron cursos y cursillos de seguridad social en todo el país para unas ocho mil personas en los 
últimos dos o tres años, desde las cárceles hasta las cámaras empresariales, desde los ámbitos universitarios 
hasta los sindicales. También se ha hecho mucha formación a nivel internacional. Uruguay fue pionero en 
hacer el primer curso tripartito a distancia de formación en seguridad social para el Cono Sur; fue el promotor 
de esto junto con la OIT. En ese curso participaron los actuales Directores Mario Menéndez, Ariel Ferrari y 
Arturo Fernández y otros del anterior Directorio designado por el Poder Ejecutivo. En ese camino estamos y 
también en el de la accesibilidad, a fin de que los derechos se conozcan y sean efectivamente accesibles. Una 
buena prueba de cómo podemos seguir caminando y mejorando en eso fue el Plan de Emergencia. El hecho 


de que el BPS fuera capaz de atender a 20.000 personas diariamente es un ejemplo muy bueno de cómo este 
organismo es accesible a la gente. Por ello, quiero destacar no solo el trabajo que se hizo durante el proceso 
de transición, sino el hecho de que tanto los Gerentes, como los jerarcas, los funcionarios y el Directorio 
anterior se pusieron la camiseta y nos facilitaron las cosas. Inclusive, ha habido trabajo voluntario de los 
funcionarios. A su vez, el sindicato de funcionarios ha hecho una campaña de trabajo voluntario para apoyar 
y tratar de que se implemente lo antes posible el Plan de Emergencia. 


Otro tema que planteaba el señor Diputado Blasina tiene que ver con la participación de las organizaciones 
sociales representativas en el diseño de las estrategias y las políticas. Somos absolutamente partidarios de esa 
idea. Este Directorio ha propuesto que se genere un ámbito consultivo permanente, que estamos tratando de 
llevar a la práctica. A esta altura, ya hemos tenido decenas de reuniones con las organizaciones gremiales, 
sobre todo con los empresarios. En varias de ellas hemos participado conjuntamente con el Director 
representante de los empresarios, el señor Menéndez, aquí presente. También hemos mantenido reuniones 
con los trabajadores y ha estado el Director Ferrari; con los jubilados, y ha participado el Director Fernández; 
con organizaciones de discapacidad, con instituciones académicas y universitarias, etcétera. 


Creemos que ese es un camino indispensable de participación y de diálogo social, no solo para las 
innovaciones, los ajustes y las reformas del sistema, sino también para la mejora de la gestión. Por ello 
hacemos el planteo de la creación de las Comisiones honorarias previstas y no implementadas desde 1986. 


La última reflexión que nos merecen las interesantes expresiones del señor Diputado Blasina tiene que ver 
con la no cobertura de la seguridad social. Hace una semana o quince días salió una nueva encuesta del 
Instituto Nacional de Estadística acerca de la calidad y la cantidad del trabajo en el Uruguay. Esa encuesta de 
2004 da cifras muy preocupantes, y crecientes, que tienen relación con lo que planteaba el señor Diputado 
Blasina y que son coincidentes con el estudio sobre la densidad de cotización que será presentado el 4 de 
mayo por la representación de los trabajadores. 


Ha crecido la cantidad de gente no protegida por la seguridad social en 2004. El porcentaje de trabajadores 
ocupados sin protección de seguridad social en 2003 era de 39,5%; en 2004 superó el 40% de los ocupados. 
Si a esto agregamos los no ocupados, estamos superando el 50% de trabajadores en edad activa sin 
protección de seguridad social. Esto es gravísimo para el Uruguay porque además, como se puede apreciar, el 
porcentaje viene creciendo. Si nos referimos a número de personas, hablamos de 750.000, aproximadamente. 
Digo esto porque a veces las cifras que aparecen en algunos medios de prensa olvidan agregar el porcentaje 
de población que vive en localidades de menos de cinco mil habitantes y en el sector rural; la encuesta 
continua de hogares releva solamente poblaciones de más de cinco mil habitantes. Si hacemos un estimativo, 
hablamos de 750.000 personas en Uruguay que no tienen seguridad social. Y lo lamentable es que la cifra 
viene creciendo. 


Este es un problema serio que tiene que ver con la calidad del empleo, con la lucha que hay que hacer por la 
formalización o la tendencia a la regularización y que, además, tiene que ver con los derechos de seguridad 
social, y no solo con los derechos para jubilarse. Esto explica, por ejemplo, que de la totalidad de 
desocupados, el BPS, a través del seguro de paro, atienda a menos del 10%; el 90% de los desocupados no 
tiene derecho al seguro de paro. Esto agrava la situación. 


Es muy distinto ser desocupado en Europa, donde algunos países protegen al 70% de sus desocupados, que 
serlo en Uruguay, que protege a menos del 10%. Esto genera una cadena: es más fácil que el desocupado sin 
protección social sea vulnerado o marginalizado definitivamente. A mi juicio, este tipo de cosas son 
importantes. 


También es importante destacar que Uruguay ha tenido un avance considerable en la extensión de la 
cobertura de asignaciones familiares. A través de algunas leyes promovidas y aprobadas por el Parlamento - 
fundamentalmente la Ley N* 17.139 y, particularmente, la Ley N* 17.558-, Uruguay ha incorporado a 
200.000 niños a Asignaciones Familiares. Aún queda por ver cómo se articula esta nueva población a través 
de los nuevos beneficios que tendrán mediante el Plan de Emergencia Social, teniendo en cuenta los cambios 
en el sistema educativo, en el sistema de salud y los que existirán en la seguridad social. Reitero que el único 
hecho destacable de aumento de cobertura en el país es el de Asignaciones Familiares; en los demás 
indicadores -beneficiarios de cuota mutual o de pasividades— tenemos carencias muy importantes. 


SEÑOR BIANCHI.- Todos estamos de acuerdo —sobre todo los legisladores, que somos quienes 
tenemos mayor contacto con los ciudadanos— en mejorar las prestaciones de la seguridad social. 
Uruguay tiene una larga tradición en ese sentido, pero después tenemos que ir a la realidad, sobre todo 
cuando se habla de flexibilización en los años trabajados para computar, es decir, disminuir los treinta 
y cinco años. 


Al Presidente Murro no le gusta hablar de déficit, por lo que hablemos del aporte de Rentas Generales. 
Recién manifestó que el Banco de Previsión Social gastaba US$ 4:000.000 por día y que el 52% eran aportes 
de Rentas Generales; si a esto lo multiplicamos por 365 días, obtenemos una cifra de más de 

US$ 700:000.000. Hoy hablamos de un Plan de Emergencia Social que el Poder Ejecutivo, por la situación 
del país, tendrá dificultades para implementar y al que deberá destinar US$ 100:000.000. Y aquí ya estamos 
hablando de más de US$ 700:000.000. Dado que, aparentemente, este aporte tendrá que ser cada vez mayor, 
quisiera saber si el Directorio del BPS está estudiando con el equipo económico cómo se va a financiar, es 
decir, qué reforma tributaria se realizará —de otro lado no puede salir- para financiar este aporte de Rentas 
Generales. 


Por otra parte, también quisiera saber la opinión del señor Presidente Murro sobre un tema que ha sido 
levantado por la prensa y sobre el que ha habido alguna polémica con el señor Ministro de Economía y 
Finanzas; concretamente, quisiera saber cuál es su visión y su posición respecto a las AFAP y sobre una 
eventual modificación o eliminación de ellas a largo plazo. 


SEÑOR FERRARI. Por supuesto que hay una pregunta formulada por el señor Diputado que es 
específica para el señor Presidente Murro, pero debo decir que nuestra posición es muy conocida y 
bien clara. 


Más que para un seminario, creo que este tema es parte del trabajo de todo este período de Gobierno, y ojalá 
que podamos seguir trabajando en él -independientemente de los hombres- luego de estos cinco años. De 
acuerdo con lo anunciado por los representantes del Poder Ejecutivo y por cómo se está operando en el 
Directorio del BPS, nosotros concebimos la seguridad social como un tema de Estado, que trasciende la 
voluntad del Gobierno. Hasta ahora esto no se ha hecho así. 


En 1995 se reformó el sistema de seguridad social -ya se había reformado antes en penumbras, en la 
dictadura, y podía tener una justificación porque no había democracia-, y fue muy poca la participación que 
se dio a los actores sociales, en particular a nosotros, los trabajadores, que nos recibieron durante veinte 
minutos para que diéramos una opinión sobre una ley con doscientos artículos, aproximadamente. Creo que 
hay que crear ámbitos de debate, de discusión y de intercambio para tratar de llegar a consensos, y precisar 
una reforma estructural del sistema de la seguridad social. 


Hoy no tenemos un sistema de seguridad social porque se han introducido parches y reformas parciales. 
Cuando se han hecho análisis profundos y serios como los de la Universidad de la República, que analizó la 
posible reforma y creación del sistema mixto en este país -y esa opinión se reafirmó después en otros 
informes realizados por el economista Forteza-, se evaluaba la posibilidad de que el déficit que tenía la 
seguridad social fuera compensándose en el futuro por las peores prestaciones o por el hecho de que menos 
gente iba a acceder, y se vio que este país tendría un déficit fiscal muy grande, producto de esta reforma, que 
no podría resolver. 


Entonces, no se trata solo de analizar qué pasa en el BPS con los ingresos y egresos que tiene. Tenemos un 
Banco de Previsión Social, como consecuencia de una reforma que aprobó el Parlamento en 1995, que ve que 
entre US$ 120:000.000 y US$ 130:000.000 de sus recursos genuinos se los lleva un sistema individual que 
no sabemos qué resultado va a tener, que es de absoluto riesgo y que lo que está generando es un lucro brutal 
para las empresas que participan. El Banco de Previsión Social, como accionista dentro de una de estas 
empresas, ha ganado en el negocio, porque este sí es un negocio. Ese es un término que hasta ahora se utilizó, 
pero este Directorio resolvió sacarlo del lenguaje de la seguridad social, porque un negocio lo hace aquel que 
tiene algo para vender y nosotros somos servidores públicos que debemos dar prestaciones. Pero eso sí es un 
negocio, porque tenemos depositados en una cuenta de un banco millones de dólares que corresponden a la 
participación del Banco de Previsión Social; otro tanto habrán tenido en su participación el Banco de la 
República y el Banco de Seguros del Estado. 


Se han hecho cosas parciales, se han aprobado leyes de exoneraciones con el objetivo de generar empleo, 
pero el resultado no ha sido así. Además, hay que analizar cómo se manejan sectores que son privilegiados. 
El señor Presidente Murro mencionó al sector rural en el que, como en otros sectores -por eso nosotros 
reivindicamos el ajuste diferencial de las pasividades, porque hay que analizar los ingresos de las personas y 
del núcleo en el que conviven-, hay empresarios que antes de jubilarse dejan de serlo, pasando a ser 
dependientes por unos meses a fin de poder tener la cuota mutual. Eso es un mal uso de la Ley N* 16.713, 
que otorgó la cuota mutual a los dependientes, pero lleva un sistema que hay que analizar de manera general. 


Creo que para mejorar la seguridad social no se puede hacer una política de "shock", sino que habrá que 
priorizar. En este sentido, el involucramiento del Banco de Previsión Social en el Plan de Emergencia es 
primordial; habrá que analizar cómo se atiende al millón de uruguayos pobres y estudiar, por franjas, los 
ingresos de los jubilados y pensionistas, que no son todos iguales. Conozco a una pensionista que por su 
abuelo cobra una pensión de $ 1.600 y hasta hace un mes percibía un sueldo de $ 90.000; creo que ahora 
cobra un poco menos, pero si analizamos la situación de esa pensión aisladamente, pensaríamos que es una 
injusticia. Entonces, la equidad tiene que pasar por analizar cada situación. 


Hay muchos que dicen que contribuyeron cuarenta años y acceden a una jubilación mínima; pero en un 
sistema contributivo como el nuestro la gente se jubila con relación al aporte, y hay sectores de la sociedad 
que contribuyen en forma mínima. Para que exista esa reforma, es necesario que haya una mejor calidad del 
empleo; de lo contrario, va a ser imposible. 


En el día de ayer en el Directorio analizábamos el tema del complemento de la cuota mutual, cuyo volumen 
ha crecido a partir de la caída de los salarios. Entonces, para quienes tienen derecho a la cuota mutual, el 
complemento pesa mucho más en la contribución. Por eso, también es necesario analizar todo el sistema en 
forma colectiva. 


Nosotros, que somos críticos del sistema actual, no estamos de acuerdo con las AFAP y trabajamos para la 
derogación de este sistema, pero creemos que no alcanza solo con eso. Si hoy nos dijeran que no hay más 
AFAP, no sería suficiente; igual el sistema no tendría éxito. Lo que tenemos que analizar es mucho más. 


SEÑOR MURRO.- Quiero destacar que, más allá de que yo haya hablado demasiado, estamos en una 
reunión muy productiva en la que estamos aportándonos elementos, y me parece importante continuar 
así. 


Con respecto al planteamiento que hacía el señor Diputado Bianchi, quiero decir que no es que no me guste 
hablar de déficit o de la relación activo-pasivo, pero han cambiado las realidades y los sistemas. La relación 
activo-pasivo sigue siendo un indicador de la seguridad social. Pero el mercado de trabajo, la seguridad social 
y otra serie de cuestiones han cambiado, y esa relación sigue usándose generalmente solo para las 
jubilaciones y pensiones. Por ejemplo, la seguridad social estaba pensada -y sigue estándolo en gran parte- 
para los matrimonios con libreta, en los que el hombre era el jefe de hogar, y resulta que hoy, en algunos 
años, tenemos más divorcios que casamientos. Entonces, hay que repensar la seguridad social hasta en ese 
sentido. 


Creo que la preocupación del señor Diputado Bianchi apuntaba a que si disminuimos los treinta y cinco años 
de exigencia, podría aumentar el costo del sistema; pero esto no tiene por qué ser así. 


SEÑOR BIANCHI.- Exactamente; a todos nos gustaría que sucediera así, porque es una realidad. Eso 
sucede, por ejemplo, en Chile. Pero lo que quisiera saber es si, en caso de dar esa prestación, tenemos 
cómo financiarla sin que aumente el déficit. 


SEÑOR MURRO.- En nuestra opinión, eso es un poco más dialéctico y dinámico. 


En primer lugar, vamos a hablar de la edad a la que la persona se puede jubilar. Hay países que tienen una 
edad de jubilación legal y otra edad de jubilación real. Uno de ellos es Uruguay. Cuando aquí la edad legal 
era de 60 y 55 años, la real era de 64 y 58 años, porque de hecho la gente se quedaba más tiempo. En muchos 
países de Europa y también en Chile, la edad real está por debajo de la edad legal. Chile acaba de reformar el 
sistema para tratar de aumentar la edad real. Cuando se privatizó el sistema en Chile, se pensó que la gente 


iba a dejar de jubilarse temprano, pero fue al revés; la gente sigue jubilándose más temprano. Es que, por un 
lado, aumentaron la edad legal, pero, por otro, hay una serie de otros mecanismos que luego aparecen -como 
jubilaciones anticipadas, bonificaciones, retiro de fondos en los regímenes de capitalización individual, 
etcétera-, que hicieron que en veintidós años la edad real, en vez de haber aumentado, haya disminuido. 
Ahora acaban de aprobar una ley para ver si la pueden aumentar. En Europa también pasa eso; hay distintos 
países que han aumentado o disminuido la edad, combinando esto con políticas de empleo y de migración. 
Por tanto, no podemos analizar solo el tema de las edades. 


Lo mismo sucede con los años de trabajo. En Europa hay países en los que uno se puede jubilar con un año 
de trabajo, aunque desde luego le pagan chirolas, pero eso no ha generado distintos mecanismos. El asunto es 
ver cómo se articulan las exigencias para acceder a una jubilación con los porcentajes que se dan. El tema es 
que en Uruguay se combinan -en nuestra opinión, en forma tremendamente injusta- altas exigencias con 
bajos porcentajes. Aquí se exigen 60 años de edad y 35 años de trabajo, lo que es una de las exigencias más 
altas del mundo -por no decir la más alta-, y esto se combina con un muy bajo porcentaje de reemplazo, 
porque estamos dando a esa persona un 50% de jubilación con relación al salario. Eso hace que el tema sea 
más complicado. Además, debemos considerar cómo se exigen esos treinta y cinco años. Si aplicáramos la 
Ley N? 16.713 tal como está redactada, el trabajador tendría solo seis meses para reclamar. Supongamos que 
a nosotros, que hoy estamos trabajando, nos notifican de la historia laboral -supongamos que la entendemos- 
y apreciamos que nos faltan dos años de trabajo. En ese caso, solo tendríamos seis meses para reclamar. Si no 
los reclamamos, los perdemos, y hay trabajadores que no pueden reclamar porque si no los echan, cosa que 
esperamos que también cambie. Entonces, esos años se pierden, porque el reclamo debe ser simultáneo, cosa 
que no sucede en la mayoría de los países del mundo, donde no solamente hay más garantías para el 
reclamante sino que el plazo es mucho mayor. Entonces, este tipo de medidas apunta a esa cuestión. Lo 
mismo ocurre con la financiación del sistema, porque, como muy bien decía el Director Ferrari, una de las 
razones de que haya aumentado el financiamiento por impuestos regresivos es el traslado o la transferencia 
de aportes al régimen de AFAP, porque tengo más o menos la misma cantidad de jubilados y pensionistas, 
pero a los trabajadores afiliados a las AFAP les tengo que pagar las mismas prestaciones de actividad como si 
aportaran por todo al Banco de Previsión Social -seguro de paro, asignaciones familiares, salud, etcétera- y, 
sin embargo, en el mejor de los casos, recibo de ellos la mitad de los aportes, más lo que ha significado la 
rebaja o exoneración de aportes patronales. 


Esto se debe analizar mucho más, y aquí aparece otro problema. ¿Qué pasó desde la implantación del nuevo 
sistema? ¿Cambió o mejoró el llamado "déficit" -entre comillas- de la seguridad social? No, empeoró, y lo 
peor es que los estudios dicen que va a seguir empeorando. 


Asimismo, los estudios dicen que si algo mejora no es por las AFAP sino por el aumento de las exigencias, 
por la reducción de las prestaciones en cantidad y en calidad que se va a dar en el marco del régimen 
solidario. O sea que si hay un efecto financiero a largo plazo que reduzca el llamado "déficit" —entre 
comillas- no es por las AFAP sino por la reducción de prestaciones en cantidad y calidad del régimen 
solidario. Esto figura en los estudios del economista Forteza hechos por el Banco Mundial en el 
Departamento de Economía de la Facultad de Ciencias Sociales. 


Tal vez la pregunta sobre las AFAP pueda tener algún interés puntual. Nuestra opinión sobre ese régimen es 
conocida, está escrita y es lo que pensamos. Vivimos en un país democrático; creo que los uruguayos somos 
hormonalmente democráticos. Y serán las instituciones de este país, será el Gobierno, serán ustedes o la 
sociedad quienes definirán qué es lo que hay que hacer en el Uruguay. Creo que es muy importante que, 
como aquí se ha dicho, ese organismo estratégico de la seguridad social, o como se llame -que ya está 
funcionando, y muy bien-, defina unas primeras líneas a nivel de Gobierno, que paralelamente serán 
analizadas por los otros Poderes del Estado y por la sociedad civil organizada a través de sus organizaciones 
representativas, y será la sociedad la que irá definiendo a través de su institucionalidad y de sus formas qué es 
lo que hay que hacer. Importa poco cuál pueda ser nuestra opinión personal; lo que sí creemos es que hay 
cosas que se están haciendo. 


Me llama poderosamente la atención que ante unas tímidas medidas que se han ido aprobando, hayan 
existido reacciones de tanto calibre. Diría que las medidas que estamos proponiendo hoy se inscriben dentro 
del funcionamiento del mercado y resulta que hoy algunos de sus defensores exigen protección, lo que nos 
llama la atención. 


(Se retiran de Sala los señores Diputados Bentancor y Bianchi) 


SEÑOR ASTI.- Quiero rescatar el alto contenido de esta reunión, fundamentalmente, por la exposición 
y por las respuestas de los Directores del Banco de Previsión Social que, a esta altura, puedo decir que 
colmaron mis expectativas desde el punto de vista informativo. Agradezco cómo nos ilustraron con 
respecto a la situación actual. 


No voy a hacer reflexiones sobre conceptos de la seguridad social y su historia. Recién se recordaba la 
primera "gran reforma" -entre comillas- hecha durante la dictadura con los famosos actos institucionales. 
Seguramente, quedará para un seminario de historia analizar el motivo de esa modificación y cómo se 
perdieron los aportes de generaciones y generaciones licuándolos en las viejas cajas de jubilaciones, 
empapelando con papeles del Estado que luego perdieron su valor. Quizás hoy la situación de la seguridad 
social sería otra si se hubiera administrado de distinta forma. 


Con respecto a la pregunta realizada por el señor Diputado Blasina que mereció la respuesta del Presidente 
del Directorio en el sentido de enfatizar la importancia de la información de los derechos que asisten a las 
personas, basta recordar que a través de los jornales solidarios que abonaba la Intendencia Municipal de 
Montevideo, el Banco de Previsión Social hizo conocer a muchos montevideanos, por ejemplo, su derecho a 
reclamar la asignación familiar, cuando muchos desconocían que estaba disponible. 


Por deformación profesional -soy contador- y porque voy a integrar la Comisión de Presupuestos, quiero 
hacer una pregunta sobre un tema que mencionó el señor Diputado Bianchi. Tomando en cuenta la situación 
actual que encontraron los Directores en el Banco de Previsión Social, donde no hay reformas estructurales ni 
cambios en el sistema de exoneraciones, y tampoco en las prestaciones, y considerando una posible mejora 
de gestión -incorporando a quienes están fuera del sistema, por ejemplo— y de recaudación por la 
disminución de la evasión, vista la evolución que manifestaba el señor Presidente del Banco en cuanto a que 
la asistencia financiera de Rentas Generales pasó del 18% en 1990 al 52% -obviamente, no por motivos de 
déficit sino de cambio en los sistemas de financiación-, quisiera saber si las proyecciones del Banco para los 
próximos cinco años son que la asistencia financiera de Rentas Generales permanece, disminuye o aumenta. 
Quisiera saber si podría haber una cuantificación en ese sentido. 


SEÑOR MURRO.- Cuando hablamos de esas 8.000 personas que han pasado por los cursos y cursillos, 
están incluidos los jornales solidarios y los trabajos comunitarios de los años 2003 y 2004. Fue una 
preciosa experiencia. Aprendimos mucho y creemos que fue un buen ejemplo para ese proceso de 
desarrollo de la cultura de la seguridad social. 


La pregunta que hace el señor Diputado Asti obliga a reflexionar si eso es posible, o sea, si se puede dejar 
todo como está y si de esa forma se puede mejorar la gestión. La reflexión que nos provoca el señor Diputado 
Asti es muy profunda; estoy arriesgando. Cuando decimos que queremos desarrollar una cultura de la 
seguridad social, una cultura de la responsabilidad social y que es necesario hacer un sistema creíble, está 
interrelacionado con lo que puede ser, por ejemplo, la mejora de la recaudación. Hay gente que no cree en el 
sistema y este es un problema que está teniendo lugar ahora. 


El Banco Mundial, en "Manteniendo la seguridad de la promesa de los ingresos", documento publicado el 
año pasado en inglés en el que analiza los once países de América Latina que han seguido estos regímenes, 
concluye que la sociedad está descontenta con el sistema. Lo mismo dice el BID en su 45a. Asamblea Anual. 
Y cuando la gente está descontenta con el sistema, tiende a evadir más o a incluirse menos. 


Sin duda que nosotros vamos a hacer todo lo posible por mejorar la recaudación y la fiscalización, pero 
también hay que empezar a tomar medidas en el sistema. Y aquí podemos citar algunas cosas que han 
sucedido en estas horas. Cuando decimos, por ejemplo, que vamos a cobrar a las AFAP por el trabajo que les 
hacemos gratis, se produce una conmoción pública en algunos sectores por una cosa que está en la tapa del 
libro de las reglas del mercado; hay que cobrar por el trabajo que se hace. Y esto es solo una pequeña tocadita 
al sistema. 


Y cuando decimos que vamos a proponer bajar las comisiones que cobra la principal AFAP -podríamos 
recordar que el actual Presidente de República AFAP dijo públicamente en forma reiterada que se podían 
bajar las comisiones, pero que no lo hacían porque no querían afectar a las otras AFAP, y el Directorio 


anterior y el actual también dicen que se pueden bajar las comisiones-, también se produce una pequeña 
conmoción del sistema. Estos son reflejos de la interrelación que existe entre el sistema y su gestión. 


Nosotros vamos a hacer todo lo posible por seguir profundizando en la mejora de la gestión. Creemos que el 
BPS ha mejorado su gestión en estos años, pero si no mejoramos el sistema, por más computadoras que 
tengamos, por más formación de recursos humanos que tengamos, hay cosas que no van a mejorar, porque 
hay un encadenamiento, un interrelacionamiento dialéctico entre una cosa y la otra. Y digo esto porque para 
mí es muy injusto que hoy un pobre cuando paga IVA pague la seguridad social que no tiene. Si eso no lo 
empezamos a cambiar tendremos más comercio informal, sin IVA, además de que vamos a tener más gente 
sin seguridad social y menos financiamiento del sistema. 


Si no hacemos que la gente crea que va a poder acceder a determinados beneficios, muchas veces esto se 
constituye en un estímulo para la evasión. 


Vamos a hacer todo lo posible por mejorar la gestión y el sistema, inclusive, por introducirle cambios 
sustantivos. Ahora, la pregunta del señor Diputado Asti es muy difícil de responder. 


Por ejemplo, este Parlamento sancionó la ley del monotributo, de la que fuimos impulsores porque creímos 
que era una buena idea y, sin embargo, tenemos 2.500 inscriptos, de los cuales solo paga la mitad. Y todo el 
mundo sabe que si solamente recorremos 18 de Julio y 8 de Octubre habrá más gente en esa situación. Esto 
implica lo que llamamos la política cultural del sistema, algunas reformas al régimen de monotributo y 
generar a esa gente las posibilidades de que contribuya para algo y no para tirar su contribución a un saco 
vacío sin saber qué va a recibir. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente, quiero aclarar que cuando yo hice la pregunta de ninguna manera 
estaba manifestando mi opinión de que nada había que cambiar. 


Entiendo la respuesta y la posición del señor Presidente del Banco de Previsión Social. Hice la pregunta 
porque, si íbamos incluyendo las otras variables, obviamente iba cambiando la respuesta. Si decimos "Vamos 
a cambiar el sistema de exoneraciones", "Vamos a dejar de exonerar a determinados sectores o a aumentar el 
nivel de prestaciones para hacer más interesante seguir enganchado al sistema", obviamente que la respuesta 
va a ser distinta. 


Creo que hay que introducir reformas al sistema. Ustedes dijeron que no podían ser reformas de "shock", sino 
que tenían que hacerse estudios previos y que iba a haber un tiempo en el cual tendríamos que manejarnos 
con esta legalidad, lo cual iba a traer determinado nivel de financiamiento de parte de Rentas Generales. A 
eso apuntaba la pregunta. 


SEÑOR MURRO.- Entendí perfectamente al señor Diputado; fue una pregunta muy inteligente que 
nos obliga a reflexionar. 


Muchas veces en el Uruguay se decía -y cuando digo "se decía" es porque incluso yo alguna vez lo dije hace 
muchos años- que esto se arreglaba solo mejorando la gestión, y eso era un error. Mejorar la gestión y 
combatir la evasión hay que hacerlo siempre, pero con eso solo no alcanza. 


No vi nada detrás de la pregunta; por el contrario, me pareció muy interesante porque pone arriba de la mesa 
un tema que habitualmente no se trata. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a formular algunas consideraciones generales y algunas consultas 
específicas al señor Presidente del BPS y a los señores Directores. 


En primer lugar, quiero dejar de manifiesto la constatación —que creo es unánime en esta Comisión— del 
buen talante con el cual hemos encarado la aproximación al tema que nos convoca y el cumplimiento, por lo 
tanto, de nuestras obligaciones en el ejercicio de nuestras respectivas competencias. 


Personalmente, digo con satisfacción que veo en el nuevo Directorio del Banco de Previsión Social un gran 
entusiasmo a la hora de encarar la tarea, una gran dedicación más allá de cualquier otra consideración y creo 


que, por lo tanto, desde ese punto de vista, será fácil establecer o avanzar en mecanismos o ámbitos de 
trabajo como los que el propio señor Presidente sugería a esta Comisión, que recogieron la adhesión del señor 
Diputado Blasina y que cuentan con la disposición y el concurso de todos sus miembros. Así que será 
cuestión simplemente de coordinar agendas a los efectos de establecer el "modus operandi" y los mecanismos 
de trabajo hacia el futuro, pero cualesquiera que los mismos sean, van a definir un sistema de trabajo intenso, 
que esperamos sea fecundo por el bien del país, de la seguridad social y de sus beneficiarios. 


Por supuesto, como dijo al comienzo el señor Diputado Bentancor, la exposición inicial del señor Presidente 
y las consideraciones posteriores sin ninguna duda implican una vastedad enorme de aspectos, de temas, de 
cuestiones que a lo largo del trabajo que nos espera por delante iremos profundizando. 


A mí se me dispararon un montón de interrogantes, de dudas y de curiosidades; voy a dejar planteadas solo 
algunas de ellas en esta oportunidad a los efectos de que el señor Presidente y los Directores respondan hoy 
lo que consideren conveniente. 


En primer lugar, con relación al plan estratégico del que habló el señor Presidente al comienzo de esta sesión, 
nosotros leímos en la prensa en los días posteriores a su asunción que se habían constituido decenas -así se 
consignaba en los medios de prensa- de Comisiones especializadas en distintos rubros o en distintos aspectos 
vinculados al organismo. Mi pregunta es si esas Comisiones son las honorarias del año 1986, a las que el 
señor Presidente aludía, o si son otras y, en todo caso, si están referidas a la definición de ese plan estratégico, 
que me parece necesario e indispensable. Y, con relación al mismo, queremos saber qué es lo que podemos 
aguardar en términos de plazos y objetivos -creo que ha quedado bastante claro aunque naturalmente los 
objetivos también pueden escalonarse después o jerarquizarse en función de la política que el organismo y el 
Directorio quiera llevar adelante- y, fundamentalmente, en cuanto a mecanismos o medidas que el Directorio, 
en el corto, mediano o largo plazo, esté pensando arbitrar. Yo no pretendo que se me dé una respuesta 
acabada con relación a este tema, que por definición es amplísimo, pero en todo caso quisiera saber desde el 
punto de vista material en qué definición, documento, cuerpo, instancia o lo que sea, habrá de concretarse ese 
plan estratégico en el que el BPS está trabajando y en qué tiempos -por supuesto, lo descuento, en función del 
grado de democratización, de claridad y de honestidad con el que el Directorio está encarando la gestión- 
podremos nosotros acceder a esas definiciones y a esos contenidos. 


En segundo lugar, quisiera consultar con relación a un aspecto que el señor Presidente no ha eludido en esta 
Comisión ni públicamente, que es el de diferentes cuestiones —como se ha establecido- que han aflorado en 
su sentido más amplio, particularmente entre el Banco de Previsión Social, su Presidente o la mayoría de su 
Directorio y el Ministerio de Economía y Finanzas, cosa que por definición -aclaro- no me parece ni 
deprecatoria ni descalificante. Vivimos en un sistema democrático; no me parece malo que existan matices, 
énfasis o diferencias conceptuales inclusive en el ámbito de una misma conducción política con relación a un 
tema de estas características, pero sí me parece importante -la misma pregunta le hicimos al señor Ministro 
Bonomi hace unos días en el ámbito de esta Comisión- la magnitud de esas diferencias, que tampoco me 
asustan "a priori". Al mismo tiempo, me preocupa especialmente cómo va a procesarse o cómo van a 
dirimirse esas diferencias de criterio. Esto me parece necesario no tanto para nosotros sino, en todo caso, a 
través nuestro, como integrantes de este colectivo parlamentario, para la sociedad en su conjunto y, 
particularmente, para los actores sociales y los beneficiarios del sistema. Todavía no tengo claro si estamos 
ante diferencias de carácter filosófico-estructural y, por lo tanto, profundas o si simplemente estamos ante 
diferencias de ajuste -concepto que manejó en esa oportunidad el doctor Brunni. Mi partido político propuso 
en su programa de gobierno la necesidad de revisar el sistema de una manera desapasionada en función de 
que ya lleva diez años de vigencia y parece un plazo razonable para plantearse un análisis de lo actuado y una 
evaluación -reitero- sin preconceptos. 


El tercer aspecto, vinculado a este, tiene que ver con las medidas más específicas que el Directorio está 
encarando y que, seguramente, encarará en el futuro inmediato con relación a la República AFAP y al sistema 
de AFAP en general. La decisión que se adoptó en el día de ayer nos genera dudas, y quiero ser muy preciso. 
Dudas no quiere decir cuestionamientos ni discrepancias; dudas quiere decir que seguramente nos hacen falta 
más elementos para poder llegar a una idea acabada con relación a ese tema. Tenemos dudas en función de 
que, en primer lugar, no sabemos cuáles son los guarismos concretos que se están manejando, porque ha 
habido trascendidos diversos. Públicamente se ha manejado que estaríamos hablando de una rebaja del 25% 
de las comisiones que cobra República AFAP y que esa rebaja implicaría que la comisión quedara establecida 
en un 10.5% sobre los aportes. Estoy haciendo una pregunta; estos datos surgen de informaciones que 


trascendieron, pero pueden no ser correctas. Lo que me llama la atención es que ese es el guarismo que, 
según la página web del Banco Central del Uruguay, se está cobrando hoy o el valor de la comisión al día de 
hoy. 


Además, ya que esta es una propuesta del Banco de Previsión Social, queremos saber qué perspectivas hay 
con relación a la política de precios de un organismo o de una empresa, que es República AFAP, de la cual el 
Banco de Previsión Social es minoría y el Banco de la República es mayoría. Reitero: qué perspectivas hay, 
cuál es la opinión o cuáles son las etapas subsiguientes desde el punto de vista de la conformación de la 
voluntad administrativa en el ámbito de ese organismo que, en definitiva, es quien debe definir una política 
tarifaria al respecto. 


Hemos leído en la prensa que, según la opinión de los Directores del Banco de Previsión Social, el propósito 
es, por supuesto en el ámbito de la competencia y del mercado, cobrar menores precios para beneficiar a los 
futuros jubilados por la vía de mejorar sus aportes jubilatorios. Queremos saber si el Directorio maneja algún 
tipo de simulación, es decir, alguna estimación de jubilaciones futuras con las actuales comisiones y con las 
proyectadas. Si puede obtenerse esa información, quisiéramos saber si se nos puede proporcionar para ver 
claramente de qué estamos hablando o cuál es el alcance específico de la medida que, como dice el señor 
Presidente, parecería que ha levantado tanta polvareda. Quisiéramos saber si estamos hablando de algo tan 
dramático o, en definitiva, de algo que ni siquiera merecería la preocupación pública. 


Algo que también nos inquieta y sobre lo que consultamos es el tema relativo a las comisiones fijas que, 
según se nos ha informado, algunas de las AFAP -y no precisamente la República AFAP, la AFAP del Estado- 
estarían cobrando. Adelanto que, si me lo confirman, me parece injusto porque afecta o grava 
fundamentalmente el aporte de aquellos que perciben menores retribuciones. Seguramente, en ese caso, 
tendríamos una inequidad o una situación para corregir, y adelanto mi posición favorable en ese sentido. 


Mi duda es si esa debería ser la primera acción a adoptar, antes que una rebaja de las comisiones generales 
cuando, por otra parte, son las más bajas de plaza. Tengo entendido que la República AFAP, cobrando las 
menores comisiones de plaza, ofrece la menor rentabilidad. Desde ese punto de vista, lo que tal vez le demos 
a los trabajadores por la vía de cobrarle menos comisiones, se lo "saquemos" -si se me permite el término- o, 
en todo caso, lo compensemos con la menor rentabilidad que hoy está ofreciendo la AFAP del Estado en 
particular. Esto lo digo con absoluto desapasionamiento, sin preconceptos, sin dogmatismo y, naturalmente 
sin el ánimo de deducir tercerías ni cosa que se le parezca. Digo esto para abordar la cuestión con la mayor 
objetividad posible pero, al mismo tiempo, para conocer cuáles son las motivaciones, la teleología y la 
inteligencia de las decisiones que el Directorio del Banco de Previsión Social está impulsando a la hora de 
tomar estas determinaciones. 


En cuanto a los gastos administrativos -como decía el señor Presidente, y lo reafirmo-, sin ninguna duda la 
ley está para cumplirse. Quisiera saber si en la ley de 1995 se prevé el traslado de esos gastos administrativos 
por concepto de recaudación como una condición imperativa del Banco de Previsión Social que, por omisión 
-eso habría ocurrido en las Administraciones anteriores-, no se hizo efectiva. Digo esto porque si fuera una 
facultad, evidentemente a lo largo de estos años no se ejerció. Entonces, desde el punto de vista jurídico y de 
la legitimidad, me surgirían dudas en cuanto a no aplicar esa facultad hacia el futuro, pero sí en cuanto a 
pretender ejercerla hacia el pasado. Si no fuera así y este aspecto no estuviera previsto en la ley como una 
facultad del Directorio sino como una condición imperativa -más allá de la omisión de la Administración 
anterior-, quisiera saber si el Directorio está evaluando el impacto que ese monto, generado a lo largo de diez 
años pero no percibido ni hecho efectivo, pudiera generar en el sistema en su conjunto. Compartible o no, 
bueno o malo, es el sistema que tenemos y, seguramente, mientras no se establezcan correctivos o políticas 
diferentes a las que están estipuladas ahora, lo tenemos que cuidar y preservar. 


En cuarto lugar, quiero hacer referencia a las expresiones del señor Presidente en su discurso del 29 de marzo 
que, adelanto, a la hora de leerlas, me generaron una gran expectativa y entusiasmo, algunas de las cuales ya 
han sido mencionadas. Por ejemplo, en cuanto a los montos de las jubilaciones sumergidas, se dijo que hoy 
hay más de doscientos mil compatriotas que perciben entre apenas $ 1.000 y menos de $ 3.000, y que se 
encuentran en esa situación con las salvedades que formularon tanto el señor Presidente como el señor 
Ferrari. Eso me pareció muy interesante. Adelanto mi simpatía con la idea de lo que planteaba el señor 
Presidente en cuanto a tratar de manera diferencial las situaciones en que se encuentran esos miles de 


compatriotas. Evidentemente, no son situaciones iguales lo que por lo tanto podría ameritar un tratamiento 
desigual y, desde ese punto de vista, una mayor justicia y un menor costo. 


También me refiero a lo que planteó -de la manera más formal y solemne- el señor Presidente en su discurso 
de asunción con relación a la rebaja de los años de servicio, pasando de treinta y cinco a treinta años, a los 
aspectos vinculados con los mecanismos de obtención de la jubilación por edad avanzada y de la pensión por 
invalidez, a una figura o a un beneficio no previsto en nuestra legislación que creo tiene que ver con 
programas de jubilación anticipada y parcial para aquellos que se encuentran en la franja de los cincuenta y 
cinco y sesenta y cinco años que, según tengo entendido, es una modalidad que fundamentalmente está 
vigente en los países europeos pero que nunca se ha introducido en nuestro Derecho. Está claro que eso 
implica un esfuerzo de carácter económico y un esfuerzo del Directorio del Banco de Previsión Social y del 
Gobierno Nacional al cual quiero adelantar mi disposición y la de mi sector a colaborar de la misma manera 
desapasionada y despolitizada, porque significa aspectos y reivindicaciones de enorme justicia. 


Nuestro sector político en particular ha presentado en el Senado -no sé si al señor Presidente del Directorio le 
ha llegado la documentación respectiva- una serie de iniciativas que, en muchos aspectos, están alineadas con 
lo que el señor Presidente del BPS sostenía, que pueden implicar masa crítica para trabajar a los efectos de ir 
poniéndonos de acuerdo y donde -como ha quedado establecido en esta reunión- la opinión del Ministerio de 
Economía y Finanzas será esencial, porque todo esto significa un costo y una asistencia financiera de parte 
del Gobierno Central. Desde ya, en el contexto de déficit mencionado, seguramente para el BPS se hace 
difícil en lo inmediato poder afrontar estas mejoras. 


Con relación a los topes, quiero hacer una consulta específica -si bien integra esa constelación, no quiero 
decir de promesas porque sería de mal gusto, pero sí de desafío que el señor Presidente planteaba en su 
discurso de asunción- sobre un tema que en lo personal me preocupa, no tanto en el aspecto general. Como 
acotó el señor Presidente, a poco de analizar la realidad del mercado seguramente hablaremos de menos 
situaciones de las que a veces públicamente se quiere trasmitir. Me refiero a un segmento de personas 
jubiladas -temas que ustedes conocen bien- entre los años 1994 y 1995 que se vieron perjudicadas producto 
de lo que a mi juicio es una clara responsabilidad del Estado por acto legislativo, porque se aprobaron leyes 
por parte de este Parlamento que no fueron cumplidas por la Administración. Aquí no me duelen prendas con 
relación a responsabilidades políticas anteriores. Creo que es un dato de la realidad el hecho de que no se 
cumplió, y hoy existe la expectativa, que se arrastra desde hace muchos años, de quienes se jubilaron con 
siete salarios mínimos y les prometieron acrecentar su jubilación en un salario mínimo por año. Por ese 
motivo se jubilaron y sin embargo hoy han visto frustrada esa posibilidad, con todas las consecuencias 
personales, sociales y psicológicas que todos conocemos. 


Quería plantear el tema de los topes en su doble versión. Me refiero, por un lado, a su eliminación gradual 
con carácter general. Nos parece justo y estamos dispuestos a trabajar en ese sentido. La situación particular 
de estos compatriotas motivó en el período pasado la elaboración de un proyecto de ley por parte del señor 
Diputado Blasina que, no sé si por accidente o por qué, nuestros caminos se cruzaron. Yo lo visité en la sede 
de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social, donde se reúnen quincenalmente. Considero que es 
una situación afligente y que debe motivar nuestra sensibilidad, pues el Estado claramente está en falta. 
Seguramente indujo a error a estos compatriotas, en una práctica reñida con la tradición nacional, pues en esa 
oportunidad se jubilaron en un régimen o bajo un estatuto que después no fue el que se terminó aplicando. 


Podrán decir las Administraciones de entonces que esas normas legales carecían de la iniciativa del poder 
Ejecutivo, que eran inconstitucionales y por eso no se aplicaron, pero eso forma parte de otra discusión que 
sería bueno marginarla a efectos de ver si logramos -estoy seguro de que el señor Presidente del BPS y los 
Directores estarán interesados en ello- alcanzar una solución para este tema que es urgente y prioritario, por 
lo menos desde nuestro modestísimo y humilde punto de vista. Esto puede solucionarse de muchas maneras 
y, por supuesto, la ley es una de ellas. También me consta que en el BPS hay estudios económicos y jurídicos 
que permitieron avances en esta materia. Tal vez por la mera resolución administrativa se llegue a la 
conclusión de que se está en condiciones de dar solución a este tema y se pueda avanzar. 


Estas eran las dudas e interrogantes que queríamos dejar planteadas a cuenta de mayor abundamiento, 
recogiendo el guante de vernos las caras a menudo, lo que va a ser útil para nuestra función legislativa. Como 
integrante de la Comisión agradezco la presencia de nuestros invitados y el tiempo que nos han dedicado. 


SEÑOR GALLI.- Con respecto a lo planteado por el señor Presidente de la Comisión, muchas veces he 
afirmado que he visto planes estratégicos que en realidad son decálogos de buena voluntad. 
Seguramente no se proyecta con mala intención, pero lo que importa son las directrices estratégicas, 
que son los planes y proyectos concretos para llevar a la práctica lo que se dice querer. 


En ese sentido, hay un cronograma de trabajo -que podemos acercar a la Comisión- a nivel de los distintos 
sectores del propio Banco para la elaboración del plan estratégico. Las Comisiones a las que se refería el 
señor Presidente del Directorio en su discurso se asunción en parte tienen que ver con las honorarias y otros 
grupos de trabajo dentro de los sectores y áreas del BPS. Allí se está trabajando en un cronograma de armado 
de ese plan estratégico que, reitero, creo que es la cuestión macro. Sin embargo, hay que bajarlo a tierra con 
proyectos concretos para su implementación. A estos proyectos por área es a los que se refería el señor Murro 
cuando hablaba de los proyectos de cada una de las gerencias y el análisis de cumplimiento de esas metas. 
Por ejemplo, el plan estratégico que culminó en 2005 tenía como objetivo que toda persona al llegar a los 
sesenta años de edad recibiera del BPS una comunicación acerca de cuántos años tenía reconocidos en la 
institución y, si ya tenía causal jubilatoria, con cuánto dinero podía retirarse. Nadie puede discrepar con esto, 
pero sin embargo a la hora de armar sus proyectos concretos el Banco todavía no ha notificado ocho años de 
historia laboral. 


No soy muy fanático de los títulos rimbombantes. Creo que hay que ver el proyecto en concreto y su 
implementación. Nadie puede estar en desacuerdo en que la gente reciba en la casa un informe acerca de 
cómo le va a ir sí se jubila. El tema es si se están haciendo efectivamente cosas para concretarlo. Ahí es 
donde entran los planes concretos y la más amplia participación. Quienes están más en la diaria ven más que 
nosotros e, inclusive, hay gente que se viene a atender y también ve más que nosotros mismos en esto de la 
planificación estratégica. 


El otro material que podemos acercar a la Comisión, al que ya nos hemos referido antes, tiene que ver con la 
comisión fija. No cabe ninguna duda de que la comisión fija perjudica más a los sectores de menores 
remuneraciones, ya que no es un porcentaje. No importa si está ganando 10 o 100. 


En cuanto a los gastos administrativos, este tema ha estado en el presupuesto del Banco pero no se 
implementó. La voluntad de cobrar ha estado expresada a través de los preventivos, al elaborar los 
presupuestos anuales. Allí se ha cuantificado año tras año lo que debería ingresar al Banco por el cobro de las 
comisiones, que son gastos no personales; son reintegros puros que no incluyen sueldos. Esto ha estado 
presupuestado, pero no se tomó ninguna medida para que este ingreso se produjera, sino que en todos los 
presupuestos ha estado cuantificado estimativamente por los distintos servicios del Banco. Esa era la cuestión 
que quería señalar y, en particular, cuáles son los mecanismos. 


Como ya se ha dicho, el Directorio anterior ya había planteado las rebajas de las comisiones que cobra 
República AFAP. República AFAP es una empresa privada; sus socios son tres organismos del Estado: el 
Banco de la República, con el 51%, el Banco de Previsión Social el 37%, y el Banco de Seguros del Estado, 
con el 12%. Lo que se hizo en esta oportunidad fue una estimación, una cuantificación, por parte del contador 
Casares, a partir de un informe del síndico, que luego fue analizada por la Asesoría Económica y Actuarial 
del Banco. Esta Asesoría coincidió con esa estimación y el Directorio ya resolvió trasladar estos informes al 
Directorio de República AFAP -que es el primero que puede aplicar la medida de rebajar las comisiones-, a 
los otros socios de la empresa -es decir, al Banco de Seguros y al Banco de la República-, al Banco Central 
del Uruguay, donde reside la Superintendencia de Control de las Administradoras, y al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, a fin de que el Poder Ejecutivo esté en conocimiento de los pasos que venimos dando. 
Esas son las medidas que hasta ahora se han tomado. Quien tiene la potestad directa es el Directorio de 
República AFAP. Obviamente, los socios de la empresa tomarán las medidas del caso, según se produzcan los 
hechos. 


SEÑOR CASARES.- Quiero hacer dos precisiones. 


Con respecto a la comisión fija de las AFAP, como bien dijo el Presidente de la Comisión, ese régimen no 
está incluido en República AFAP. Por lo tanto, el BPS no tiene ninguna facultad de modificación de estas 
comisiones. Si hubiera un mercado transparente y fluido a nivel de las AFAP, debería verse reflejado en las 
condiciones diferenciales. De alguna manera, esto no ha funcionado como teóricamente debería haberlo 


hecho; por lo tanto, no ha tenido ese efecto. Por consiguiente, no existe ningún tipo de posibilidad de actuar 
sobre este punto. 


Por otra parte, quiero precisar que en la resolución tomada por el Directorio en el día de ayer no se fija 
ningún porcentaje. La 


Asesoría Actuarial presentó un abanico de posibilidades y el Directorio resolvió por unanimidad reiterar la 
preocupación y la voluntad de transferir al trabajador una mayor capitalización a través de la reducción de la 
comisión. El BPS no será exclusivamente el que decida esto y tampoco podría determinar una cantidad 
porque, en realidad, la información con la que se trabajó corresponde solo al año 2005. No se puede hacer 
una previsión de largo plazo sin considerar un período mayor. De manera que existe la preocupación de 
ajustar esas comisiones y se van a brindar los elementos para continuar estudiando este asunto en forma 
conjunta -en primer lugar, la propia República AFAP, y en segundo término, si no se resuelve por esa vía, los 
socios a través de una asamblea-, a fin de buscar una solución. 


SEÑOR FERRARI.- Me alegra haber empezado a escuchar en estos días que los porcentajes de 
comisión que cobran las AFAP se relacionan con la transferencia que se hace. El Presidente de la 
Comisión preguntaba si República AFAP hoy cobra un 2% o si, en realidad, es un 10,5%. Es algo 
nuevo. Hasta el momento, salvo la representación de los trabajadores en el Banco de Previsión Social - 
que criticamos las brutales comisiones que se cobran y señalamos que son de un 18%, incluyendo 
administración y prima-, todos hablan de un 2,3%, de un 2,7%, de un 3%, relacionándolo con el total 
del salario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que, en todo caso, la diferencia de guarismo tiene que ver con la 
materia con la cual lo relacionamos, es decir, con el salario o con el aporte. 


SEÑOR FERRARTI.- Sí, pero tiene que ver con una voluntad de no informar claramente al trabajador. 
No sería bueno para el negocio de las AFAP decir que de cada $ 100 que aporta un trabajador se 
quedan con $ 18; queda más lindo decir que se quedan con un 2% o un 3%. Pero sería mucho más 
honesto, más claro, hablar de porcentajes con relación a lo que transfieren a las AFAP y no con 
respecto al salario que gana el trabajador. De todas maneras, en ese cálculo del 10% se habla del total 
del salario sujeto a montepío y no del porcentaje que se transfiere. Entonces, más que discutir si es un 
10% o un 14% -República AFAP cobra el 10%-, debemos tener en cuenta a qué corresponde ese 10% o 
14%. Lo que sí se muestra -ahora tenemos respaldo técnico suficiente- es que, considerando que para 
el año próximo se proyecta ganar casi US$ 3:000.000, es difícil mantener la viabilidad, la estabilidad 
económico financiera de esa empresa bajando un 10%, 15%, 25% y hasta un 35%. Es riesgoso bajar 
las comisiones un 35%, si bien es muy beneficioso para los trabajadores. Nos parece bien que el 
Directorio haya resuelto hacer suyo el informe y enviárselo a los demás. 


No podremos proyectar lo que va a pasar con la rebaja de las comisiones. Es cierto que producirá un efecto 
inmediato, pues el trabajador capitalizará más, pero no podemos conocer el resultado de la pasividad aunque 
se jubile el mes que viene, ya que se trata de inversiones de absoluto riesgo. Además, el legislador no tuvo en 
cuenta una protección mínima para el trabajador en el caso de que esa inversión sufriera un impacto, como el 
que se dio en el año 2002, que implicara perder parte de su capital, tener peores jubilaciones o sufrir la 
pérdida total del capital y quedarse sin jubilación. No le puso margen ni límite máximo a la comisión, sino 
que la dejó librada al mercado. Apoyados en que el mercado es el que regula, nosotros, accionistas 
participando en una de las AFAP, que estamos para dar seguridad social, creemos que si tenemos las 
condiciones, si el sistema existe, si es más beneficioso para el trabajador y va a tener un mejor retiro, hay que 
promoverlo; sobre todo deberían promoverlo los organismos del Estado que lo componen. Con respecto a las 
otras tres, solo podemos incidir a partir de que puede ser más atractivo. 


Este es un tema para analizar en profundidad. Nosotros preguntamos en el Directorio para que el síndico nos 
contestara, por qué República AFAP es la que tiene menor rentabilidad en las inversiones o siempre está por 
debajo de la media, pero la respuesta no nos satisfizo. Tal vez, algún economista puede estudiarlo; tiene que 

ver con los encajes que deben tener las otras, y debe estar respaldado en la media. Entonces, si incide mucho 
tal vez afecte a las otras. 


¡SEÑOR ASTI.- De acuerdo con la última información de que dispongo, no está por debajo de la media, sino 
por encima, pero debajo de la que tiene menor rentabilidad. 


SEÑOR FERRARL- Sí es cierto que es la que en promedio tiene mayor costo de administración debido 
a los altísimos salarios que se han fijados Gerentes y Directores. Esto nos preocupa mucho. 


La posición que hemos sostenido permanentemente en la representación de los trabajadores sobre la injusticia 
de los topes impuestos por el Acto Institucional N* 9, de alguna forma, es la que se tuvo al final del Período 
en la Administración anterior, aunque no tomamos una resolución después de haber obtenido los informes de 
Sala. Deberían haber evolucionado de 7 a 15 salarios mínimos nacionales, avanzando año a año un salario 
mínimo. Entonces, no es que a quienes se fueran jubilando después de 1994 se les hubiera aumentado un 
salario mínimo, sino que el tope de su jubilación al año siguiente era ocho, al otro nueve, etcétera. Los 
distintos Poderes Ejecutivos se ampararon en una pequeña cláusula para no aplicar la reforma. Nosotros 
creemos que el BPS debería haber tenido voluntad para actuar haciendo justicia con esa norma. Se estima que 
ahora hay entre 6.500 y 7.000 personas en esa situación. 


Hace más de dos años, en una publicación que se llama "Noticias buenas y de las otras", que llega a todos los 
parlamentarios, planteamos que no podemos asumir el costo del pasado. Estamos dispuestos a que se hagan 
los cálculos que corresponda, pero no a pagar toda la retroactividad. No hay ninguna certeza jurídica de que 
no habrá demandas; inclusive, ya las hay a nivel de la Justicia, en primera o en segunda instancia, y algunas 
ya están resueltas en segunda instancia y han apelado ante la Suprema Corte de Justicia. El Directorio 
informó su posición al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y habrá que encontrar caminos que den 
certeza en cuanto a los ajustes. No podemos correr el riesgo de tener que pagar toda esa retroactividad. Como 
hay dudas hasta de si es posible tener la renuncia individual de un derecho legitimado, no pudimos resolver 
eso. Creo que es un tema a trabajar, aunque no está entre las prioridades. 


Nos hemos reunido con la Comisión que trabaja con relación a los topes y nos pareció justo analizar esto 
hacia el futuro. 


SEÑOR BLASINA.- No quería dejar de decir algo respecto a este tema, aunque lo haré sin ningún afán 
exclusivista. 


Como decía el señor Presidente de la Comisión, este es un proyecto que está radicado en el Parlamento desde 
2001, y tiene su historia. Ahora fue desarchivado y está nuevamente a estudio de la Comisión; es importante 
que lo sepan. 


El caso particular de los topes impuestos por el Acto N” 9 no es una cuestión meramente cuantitativa ni de 
costos. Si lo consideráramos así estaríamos deshumanizando el planteo. En este caso, no solo está implícita 
una ley incumplida y un compromiso de los legisladores de ajustarla -que tampoco se realizó-, sino, además, 
el paso del tiempo. Precisamente por eso, la estimación que se hizo en el año 2000 sobre cuántos serían los 
beneficiarios hoy sería mucho menor; por lo menos, podría afirmarse categóricamente que no ha aumentado 
su número. Se puede afirmar que ha disminuido por una simple razón biológica. El BPS debería estimar el 
"quantum" con relación al costo. En su momento, se hizo un cálculo -no todos los legisladores que integran 
actualmente la Comisión lo conocen- tomando como base que todos los beneficiarios iban a llegar a los 15 
salarios mínimos nacionales; sin embargo, hoy el promedio tal vez no supere los 5. Entonces, es 
indispensable para esta Comisión estudiar nuevamente el tema para contar con datos actualizados y, a partir 
de eso, tomar las determinaciones del caso. 


No quería dejar de decir esto porque me parece una cuestión de estricta justicia por el tema en sí y porque, en 
general, se trata de gente de mucha edad; por todo esto no tenemos derecho a postergar demasiado la solución 
de este problema. Hay que considerar que los beneficiarios serán cada vez menos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar constancia de que comparto absolutamente los conceptos que 
acaba de expresar el señor Diputado Blasina. 


SEÑOR MURRO.- Debo explicar que el Vicepresidente se ha retirado porque tenemos una reunión a 
la hora 18 en el Ministerio de Economía y Finanzas por algunas cuestiones que estamos tratando de 


modificar en el BPS. Pido disculpas porque yo también tendré que retirarme. Se trata de una reunión 
importante porque podremos lograr avances en las propuestas que hemos realizado. 


Quiero destacar muy particularmente mi saludo al señor Diputado Pérez; nos conocimos en otros tiempos y 
es un gusto reencontrarnos aquí. 


Voy a hacer algunas reflexiones puntuales. En primer lugar, me voy a referir a los topes. Pienso que esto se 
podría haber resuelto antes. Mientras integraba el Directorio conjuntamente con el Director Collotuzzo 
perdimos varias votaciones porque la mayoría de entonces entendía que no se podía resolver el problema. 
Digo esto porque no es un hecho menor: demorar la solución de los problemas habitualmente genera más 
problemas. Esto tiene que ver, inclusive, con la política de recursos humanos que va a tener la 
Administración Pública. Hay una cantidad muy importante de personas perjudicadas por los topes que 
revistan en la Administración Pública. Hoy, los funcionarios del BPS tienen un promedio de edad de cuarenta 
y nueve años y está prohibido el ingreso de nuevos trabajadores hasta el año 2015. Hay áreas sustantivas que, 
si no fuera por los pasantes, se caerían. Me refiero, por ejemplo, a la de recaudación, que es una de las 
principales bocas de ingreso de recursos del Estado. 


Esto hay que interrelacionarlo con otras políticas para ver cómo se resuelve el problema, más allá de la 
justicia del reclamo. Destaco que, lamentablemente, cuando se pudo resolver, no se quiso, y esto genera 
arrastres importantes. 


En segundo término, quiero referirme a los cambios en el régimen de la seguridad social y las AFAP. Creo 
que algo similar podría haberle sucedido al señor Presidente en ANCAP; ahí no había drama. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con una salvedad: no pertenecíamos al Partido de Gobierno. No quiero 
entrar en una discusión de carácter político, sobre todo cuando los Directores están inhibidos de hacer 
comentarios de este estilo. Pero nosotros integrábamos la minoría. De cualquier manera, reitero que 
desdramatizo absolutamente las diferencias. 


SEÑOR MURRO.- Las diferencias de opiniones son sanas y necesarias. Creo que eso es bueno para la 
democracia. Uruguay es hormonalmente democrático, más allá de los partidos o de las coaliciones, 
aunque a veces, partidos y coaliciones son similares. Por lo tanto, es bueno que existan diferencias y 
que se procesen como corresponde. 


Además, somos firmes partidarios de la reforma periódica de los sistemas. Por ejemplo, Japón tiene 
establecido en su Constitución que el sistema se debe revisar cada cinco años. Nos gustaría tener una norma 
constitucional que dijera eso. Es lo que hemos planteado: que el sistema debe ser revisado y que los cambios 
se vayan procesando con criterios de diálogo, de participación y de rigurosidad técnica, que faltaron en los 
períodos anteriores. Como bien destacaba el Director Ferrari, en esa coyuntura nos tocó ser escuchados 
veinte minutos en el Parlamento para opinar sobre la Ley N* 16.713. Eso no debe volver a pasar en el 
Uruguay. Y eso fue en democracia. 


Creo que estos procesos que se están dando ahora precisamente apuntan a cambiar esto en forma sustantiva. 


En cuanto a las comisiones fijas, queremos decir que para que no existan es necesario cambiar la ley de 
seguridad social. Las comisiones fijas existen porque la ley que votó mayoritariamente el Parlamento así lo 
permite. 


Con relación a las rebajas de comisiones, nos gustaría que el tema fuera más analizado. El actual Presidente 
de República AFAP, contador Berchesi, dijo -en forma sintética- que República AFAP podía bajar las 
comisiones y que no lo hacía para no afectar a las otras AFAP. Esta declaración fue hecha en forma reiterada, 
tanto en el semanario "Búsqueda" como en otros medios de comunicación, y nos preocupó sustantivamente. 
Creo que en algunos otros países esto hubiera merecido una investigación mucho más seria. Cobrar más 
comisiones a la gente, en un régimen de mercado, para beneficiar a otros actores del mercado, en otros países 
sería objeto de consideración, más de lo que lo fue acá. En definitiva, el hecho de que el Directorio anterior 
haya tenido la voluntad de bajar las comisiones y que el actual Directorio también la tenga, creo que es 
importante. 


Por otro lado, se deben relacionar las comisiones con la rentabilidad -ahí República AFAP está muy bien 
parada- y también con el otro factor que hoy introdujimos, que es la densidad de cotización. República AFAP 
tiene entre sus afiliados la mejor densidad de cotización, porque las rentabilidades no operan sobre aporte 
cero, sino cuando hay aporte. ¿De qué me sirve una rentabilidad del cien por ciento sobre cero? Cien por 
ciento sobre cero es cero. Entonces, debe analizarse todo el proceso. 


Todos los organismos y expertos internacionales señalan que las comisiones que cobran las administradoras 
son altas. Yo reitero lo que decía antes: en Chile se cobran comisiones similares, pero las AFP hacen casi todo 
el trabajo. Acá no hacen casi nada de eso y cobran la misma comisión. Acá la comisión promedio, sumando 
comisión de administración, seguro y custodia, es del orden del 22% del aporte. Por lo tanto, creo que es muy 
importante que se rebajen las comisiones, como así también el salario de los jerarcas. Vuelvo a insistir en que 
tenemos información -que esperamos comprobar cuando nos llegue el informe del síndico- de que hay 
jerarcas de República AFAP que ganan más que el Presidente de la República, sin tener obligación de 
dedicación "full time" y teniendo otras actividades paralelas. Esto nos preocupa enormemente. 


Como ya hemos señalado, hay que analizar todos los proyectos que están planteados. Nos gustaría mucho 
conversar, como lo hemos hecho con otros legisladores, con los señores Senadores Heber y Penadés que 
están presentando proyectos sobre cosas que antes no se han podido hacer. Esperemos que alguna de ellas 
ahora se puedan ir concretando. Muchas de ellas son coincidentes con lo que hace mucho tiempo venimos 
planteando. 


Entonces, en estas circunstancias, progresivamente, estableciendo prioridades y de acuerdo a la forma en que 


se encare la gravedad de la crisis con que nos hemos encontrado en el país, habrá que ver cómo podemos ir 
avanzando en las soluciones, en primer lugar para los más necesitados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


